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Introducción
La situación de los derechos humanos en Puerto Rico se caracteriza
por la deficiencia cultural en cuanto al desconocimiento, reconocimiento, res-
peto, exigibilidad y justiciabilidad de éstos. En comparación con otros países
de América Latina, Puerto Rico no se ha sumado al esfuerzo internacional que
exhorta a los Estados el preparar y ejecutar planes nacionales de educación,
en favor de mejorar la promoción y protección de los derechos humanos. Hoy,
la educación en derechos humanos constituye un desafío para la política
pública y social del país; por lo que la inexistencia de un plan nacional de edu-
cación en derechos humanos, se convierte en el problema que aborda este
texto.
De acuerdo con la inexistencia del plan, se propone analizar y contex-
tualizar –a partir de las caracterizaciones de la sociedad puertorriqueña– la
posibilidad de insertar en el país un proceso educativo protagonizado por la
educación popular; que comience a generalizar el conocimiento sobre los de -
re chos y promueva la acción a favor de ellos. Por tal razón, la pregunta cen-
tral que rige este estudio es la de cómo contribuye el fundamento de la edu-
cación popular a la educación en derechos humanos, en función de la acción
política y la elaboración de un plan nacional de educación en derechos huma-
nos para Puerto Rico.
El problema identificado sugiere que resulta imperativo para Puerto
Rico, un proceso educativo que facilite promover el conocimiento e impor-
tancia sobre los derechos humanos existentes. Según los objetivos propuestos
por la educación popular –en cuanto a formar personas para que desarrollen
la capacidad de interpretación crítica, capaces de cuestionar obstáculos y
estructuras que impidan el pleno desarrollo de sus derechos– ésta ha sido con-
siderada como esa opción educativa que puede contribuir a la movilización y
acción política, en reclamo de que el Estado asuma su obligación para con la
educación.
Considerando que en Puerto Rico no se ha identificado investigación
que aborde la educación popular desde un enfoque de derechos humanos y no
ha surgido aún la propuesta formal de impulsar un plan nacional de educación
en materia de tales derechos, este trabajo cuenta con carácter de gran rele-
vancia social y académica. Su alcance está relacionado con la posibilidad de
que en el país se inicien procesos de reflexión-acción, en cuanto a la impor-
tancia de utilizar la educación generalizada para forjar una cultura de dere-
chos humanos.
El trabajo que se expone a continuación, contiene cuatro capítulos y
unas conclusiones finales. En el primer capítulo se aborda la educación popu-
lar desde su concepción teórica, incluyendo sus principios políticos-pedagó-
gicos y el enfoque metodológico. Este capítulo contiene todo lo relacionado
al fundamento de la educación popular que se propone sea utilizado para edu-
car en materia de derechos humanos.
El segundo capítulo presenta la aplicación del debate teórico al con-
texto de Puerto Rico, en lo relacionado a educación popular, derechos huma-
nos y educación en derechos humanos. En este capítulo se establece la rela-
ción directa entre los conceptos y se profundiza en la propuesta de aplicar el
fundamento de la educación popular a la educación en derechos humanos.
En el tercer capítulo se presentan y analizan los resultados de un pro-
ceso de consulta que pretendió auscultar entre grupos, organizaciones e insti-
tuciones sociales no gubernamentales, la posibilidad de utilizar como funda-
mento la educación popular para educar en derechos humanos. Ya en el cuar-
to y último capítulo, se identifican las posibles implicaciones que pudiera




La educación popular en teoría
TRAYECTORIA CONCEPTUAL
La educación popular se constituye en una práctica educativa cons-
truida históricamente, de acuerdo con los diferentes contextos sociales, polí-
ticos, económicos y culturales que han caracterizado el ordenamiento global
y se han puesto de manifiesto en las diferentes sociedades. Por tal razón, hay
quienes sostienen que no hay manera única de entender y concebir la educa-
ción popular y que corresponde mejor, adoptar su definición según la realidad
social en la que se pretende su práctica.1 Aun cuando no hay definición única
sobre la educación popular, sí existen elementos claros que la caracterizan y
permiten sentar las bases para la discusión.
Para Alfonso Torres, por ejemplo, toda práctica que gire en torno a la
educación popular se caracterizará por unos rasgos definitorios.2 Estos rasgos
se resumen en: lectura crítica del carácter injusto de la sociedad y del papel
que juega la educación; intencionalidad política emancipadora; el pueblo
como sujeto de su emancipación; la búsqueda de incidencia en la subjetividad
y el desarrollo de metodologías participativas y dialógicas al momento de su
aplicación.
Esta investigación no pretende abordar el recorrido histórico de la edu-
cación popular, razón por la cual enfatizará en la trayectoria conceptual de
esta práctica, a partir del auge que cobra en América Latina para la década de
los años 60 y la contribución de quien se reconoce como su precursor, el peda-
gogo brasilero Paulo Freire. A Paulo Freire se le denomina como el padre mo -
1. Alfonso Torres Carrillo, La educación popular, trayectoria y actualidad, Bogotá, El Búho,
2007, p. 13. Respecto a esta posición del autor, se cita a Joao Bosco Pinto, quien para el año
1984 establece que «no existe un significado universal para la expresión de educación popu-
lar; su significado deberá ser precisado a partir de sus implicaciones y determinaciones polí-
ticas».
2. Alfonso Torres Carrillo, «La educación popular y lo pedagógico. Evolución reciente y actua-
les búsquedas», en La Piragua, revista latinoamericana de educación y política, No. 7, Mé -
xi co DF, Consejo de Educación de Adultos de América Latina (CEAAL), 1993.
der no de la educación popular; sus experiencias y reflexiones se constituyen
en la primera propuesta pedagógica reconocida como tal. En las décadas de
los 60 y 70, Freire participa activamente de procesos de alfabetización en Amé -
rica Latina, como respuesta a los acontecimientos sociales y políticos de la
época.
Es en un contexto marcado por la intención de edificar sociedades más
justas y humanas, en el que Freire propone el método de «alfabetización con-
cientizadora» (Torres, 1993: 26), como una estrategia para confrontar estruc-
turas sociales opresivas y alienantes. Según esta estrategia, Freire define con-
cienciación como ese «proceso mediante el cual los seres humanos participan
críticamente de un acto transformador», y añade que «uno de los puntos im -
por tantes de la concienciación es provocar un reconocimiento del mundo, no
como mundo dado, sino como mundo que está dinámicamente en proceso de
creación».3
La educación popular representaba una respuesta pedagógica para
identificar y analizar críticamente las causas y consecuencias estructurales e
históricas de los fenómenos sociales. Freire se centraba en las posibilidades
humanas de creatividad y libertad en medio de estructuras político-económi-
cas y culturales opresivas, por lo que el objetivo de cada persona debía ser el
descubrir y aplicar soluciones liberadoras, mediante el proceso de concien-
ciación.4 Es así como la propuesta de Freire apuntaba a una educación que
fomentara la toma de conciencia, validando la capacidad y potencialidad pro-
tagónica de todo ser humano para asumirse como sujeto histórico, en favor de
transformar su propia realidad. Es esta participación activa en la historia la
que comienza a delimitar el carácter político de la educación popular que
impulsa Paulo Freire, quien hacía referencia a la educación popular como
«sustantivamente política y adjetivamente pedagógica».5
Esta politización de las prácticas educativas es la que impulsa una con-
cepción de educación popular más comprometida con la construcción de lo
colectivo; así se le adjudicaba a la educación un rol fundamental en los pro-
cesos de formación, los cuales tendrían como consecuencia la definición de
las relaciones humanas y las condiciones sociales que debían regir en deter-
minado contexto. La educación popular se concebía entonces como esa guía
de acción que permitiría hacer emerger proyectos sociales en beneficio colec-
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3. Paulo Freire, La naturaleza política de la educación, cultura, poder y liberación, Barcelona,
Ministerio de Educación y Ciencia / Paidós, 1990, p. 120.
4. Heinz P. Gerhardt, «Paulo Freire», en Perspectivas: revista trimestral de educación compa-
rada, vol. XXIII, No. 3-4, París, UNESCO, 1993, p. 463-484.
5. Federico Coppens y Herman Van de Velde, «Técnicas de educación popular», Módulo 4,
Curso E-DC-4.1, Programa de Especialización en Gestión del Desarrollo Comunitario,
CURN / CICAP, Estelí, 2005, p. 39.
tivo y la concreción de principios tales como la responsabilidad y justicia
social.
A partir de la década de los 90, el enfoque de la educación popular se
ve tronchado con el nuevo modelo neoliberal a nivel global, provocando una
crisis en los modos de aplicar esta práctica educativa y generando debate res-
pecto a su relevancia en el nuevo contexto. Contrario a los valores y princi-
pios que pretendía impulsar la educación popular, la ideología neoliberal traía
consigo un modelo con pretensión hegemónica para toda América Latina.
Este nuevo modelo sustentado en valores individualistas, adjudicaba al ser
humano la responsabilidad de su condición social, al contar con la libertad de
lograr por sí mismo el provecho y la satisfacción de sus intereses. Así, esta
nueva responsabilidad adjudicada, revertía la idea de estructuras sociales pre-
viamente diseñadas y basadas en la desigualdad e injusticia, revirtiendo ade-
más el potencial del ser humano para transformarlas.
La insatisfacción con el quehacer de la educación popular en estas nue-
vas condiciones sociales, políticas, económicas y culturales, forzó a un deba-
te sobre lo imperativo de reconceptualizar la educación popular, de acuerdo
con los nuevos contextos. Aun en la actualidad, se debate sobre dónde y cómo
debe posicionarse esta práctica educativa ante un modelo neoliberal que resul-
tó ser excluyente y promotor de una desigualdad generalizada a nivel global.
A pesar de tal debate, hay quienes sostienen que la educación popular
continúa como una opción pedagógica con plena vigencia, en la medida que
un modelo institucional global promueve que persistan factores estructurales
de injusticias. Para Raúl Leis, el gran desafío al que se enfrenta la educación
popular en este contexto, es el de ir construyendo de acuerdo con su práctica
la visión del mundo que se quiere habitar, las relaciones sociales y humanas
que se quieren sostener y el proceso que expandirá las capacidades humanas,
individuales y colectivas.6
Ante este desafío, es necesario adoptar una definición de educación
popular que se ajuste a la realidad del contexto y a los objetivos de esta inves-
tigación. Contrario a ciertas consideraciones reductoras, la educación popular
no debe constituir una propuesta pedagógica útil únicamente para personas
empobrecidas o analfabetas, sino que debe resultar válida para cualquier sec-
tor de la sociedad en cualquier país del mundo, que esté interesado en cam-
biar alguna situación de opresión e injusticia (Coppens y Van de Velde, 2005:
54). Por tal razón, en esta investigación se adopta la definición del Instituto
Cooperativo Interamericano de Panamá, que concibe la educación popular
como «un proceso de aprendizaje colectivo del pueblo, que apunta al fortale-
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6. Raúl Leis, «Las palabras son novias que esperan: diez reflexiones para compartir», en La Pi -
ra gua: revista latinoamericana de educación y política, No. 20, México, CEAAL, 2004, p. 94.
cimiento de su organización, a fin de transformar la realidad en función de sus
intereses» (Coppens y Van de Velde, 2005: 53); un proceso de aprendizaje que
estimula el desarrollo de la conciencia crítica, comprensión de la realidad y
movilización política.
Reconociendo entonces el carácter colectivo de la educación popular,
lo «popular» no hará referencia exclusiva a sectores empobrecidos o exclui-
dos socialmente, pues se entiende que la educación popular debe ser genera-
lizada e integrar en su práctica a todo miembro de una sociedad cimentada
sobre las bases de la desigualdad. Así, se valida la posición de Alfonso Torres
cuando sostiene que «el calificativo de popular por parte de la educación
popular no tiene que ver propiamente con el sujeto colectivo de sus acciones
–las clases populares–, sino con el horizonte político del cambio» (Torres,
2007: 18), con el interés de cualquier país del mundo que esté considerando
transformar alguna situación de injusticia y con la responsabilidad social que
debe caracterizar a toda persona humana. Es el «horizonte político de cam-
bio» al que hace referencia Torres, el que adjudica a la educación popular ese
potencial para impulsar cambios culturales, mediante la elaboración de estra-
tegias que incidan en la reestructuración de las relaciones sociales.
PRINCIPIOS POLÍTICOS Y PEDAGÓGICOS
El carácter político que asume la educación popular no es ajeno a toda
práctica pedagógica. Advierte Alfonso Torres, que «educar» es una práctica
política (Torres, 2007: 31) y por ende resulta imposible hacer referencia a la
neutralidad cuando de tareas educativas se trata. La educación nunca es neu-
tral, pues en su práctica se reproducen o legitiman determinadas ideologías y
valores; mediante su práctica se asumen posiciones y se validan o transforman
las relaciones de poder que prevalecen socialmente. En adición, si la educa-
ción se concibe como un acto que genera conocimientos –en la medida que
los construye y de-construye– y el conocimiento implica poder, toda práctica
educativa es por ende política.
Generalmente, la «política» ha sido asociada con el ejercicio del poder
y con su utilización a favor de la toma de decisiones en común o la imposi-
ción de voluntades. De lo que se trata entonces es delimitar al servicio de
quiénes y de qué se posiciona la educación. Este posicionamiento también
aplica a la educación popular, pues según las condiciones que le impulsaron
y los rasgos que hoy día le continúan caracterizando, su finalidad ha sido
transformar aquellas estructuras donde el ejercicio del poder se contrapone al
bienestar generalizado de una sociedad.
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Desde los proyectos de alfabetización impulsados por Freire, la edu-
cación se utilizaba como instrumento para impulsar cambios políticos. Para
Freire, «el analfabetismo era una de las manifestaciones concretas de una rea-
lidad injusta; no era un problema estrictamente lingüístico o exclusivamente
pedagógico o metodológico, era una cuestión política» (Freire, 1990: 36);
pues se trataba de las relaciones de poder que habían sido establecidas a favor
de unos y en detrimento de otros. Por tal razón, trascendió el analfabetismo
como un asunto técnico de aprender a leer o escribir y lo llevó al nivel de un
«analfabetismo político», el cual implicaba tener una concepción ingenua de
las relaciones de la humanidad con el mundo y una visión ingenua de la rea-
lidad social (Freire, 1990: 116).
De esta manera, no promover la conciencia crítica mediante la educa-
ción, en función de impulsar cambios estructurales en las diferentes dimen-
siones de la vida humana y en el ejercicio de poder en éstas, era una forma de
reforzar el analfabetismo político. Es así que la educación popular se asume
como respuesta pedagógica a las estructuras sociales no equitativas y con
intencionalidad de impulsar procesos de aprendizaje en favor de la organiza-
ción colectiva y la redefinición del poder social, político, económico y cultu-
ral de un contexto determinado.
Tanto la organización colectiva como la redefinición de los poderes se
materializan basándose en lo pedagógico. En la educación popular, lo peda-
gógico implica comprensión, interpretación, explicación de la realidad y ela-
boración de proyectos. Para Jorge Osorio, «el valor pedagógico de la educa-
ción popular está en su capacidad de provocar el desarrollo de los conoci-
mientos y las capacidades que permiten a cada individuo abordar la compren -
sión de la realidad compleja en que vive y deliberar sobre los modos de inter-
venir en ella».7
Lo pedagógico conduce a la delimitación de lo que es, lo que se quie-
re y el tipo de sociedad a construir, al responder a interrogantes tales como
¿Qué se pretende con la educación? ¿Para qué educar? ¿Cómo hacerlo? ¿Con
quién? y a ¿qué tipo de país o sociedad se aspira? Ese proceso de aprendiza-
je que promueve la definición, delimitación de acción y estímulo para la par-
ticipación en la toma de decisiones, constituye lo pedagógico.
Se trata de forjar sujetos políticos mediante la práctica pedagógica,
seres humanos que se piensen asumiendo nuevas formas de participación,
organización, representación y democracia. La educación popular enfatiza
entonces en lograr la acción política como resultado de un proceso de apren-
dizaje en el que se produzca y construya colectivamente el conocimiento;
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7. Jorge Osorio, «¿Qué pedagogía crítica?», en La Piragua: revista latinoamericana de educa-
ción y política, No. 7, México DF, CEAAL, 1993, p. 5.
pues solo así se puede generar un cambio cultural en las relaciones humanas
y el ejercicio del poder.
Paulo Freire plantea en su libro Pedagogía del oprimido que «es preci-
samente cuando a las grandes mayorías se les prohíbe el derecho de participar
como sujetos de la historia, que estas se encuentran dominadas y alienadas».8
Propiciar la participación debe ser tarea obligada en cada práctica pedagógi-
ca, pues en la medida que se generaliza el protagonismo en la construcción
histórica, se amplía el marco de actores sociales en la toma decisiones y ela-
boración de proyectos comunes.
Desde lo político y pedagógico, la educación popular se considera
como una propuesta educativa para generar compromisos y responsabilidad
social. Desde este espacio pueden surgir nuevos procesos de socialización que
permitan re-negociar un modelo de organización hegemónico y permita ade-
más la invención de procesos propios, según la realidad; la educación popu-
lar debe marcar posición ante la realidad específica del contexto social donde
pretenda ser aplicada. Por tal razón hay quien afirma que en lo político se
construye la decisión y posición, mientras que en lo pedagógico se constru-
yen las oportunidades; pues no cabe una pedagogía sin política ni política sin
pedagogía (Coppens y Van de Velde, 2005: 77).
ENFOQUE METODOLÓGICO
El ejercicio práctico y teórico de la educación popular requiere de una
metodología para su aplicación. Contrario a algunas consideraciones tradicio-
nales, esta práctica educativa no puede ser concebida como un conjunto de
técnicas neutras, sino como un sistema metodológico que incluye componen-
tes didácticos, pedagógicos, epistemológicos y políticos (Coppens y Van de
Velde, 2005: 8). Ante la responsabilidad y compromiso que asume la educa-
ción popular con la transformación de estructuras sociales injustas, resulta
imperativo delimitar la forma de proceder para lograr objetivos específicos en
favor de tales transformaciones.
Esta forma de proceder y concretar según el contexto donde habrá de
aplicarse la educación popular, es lo que constituye el enfoque metodológico
de este ejercicio educativo. El «cómo» de la educación popular es una de las
interrogantes frecuentes y su respuesta dependerá de los objetivos que pre-
tendan lograrse en determinada realidad social. La metodología de la educa-
ción popular debe considerar elementos claves, tales como: la participación,
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el diálogo, la concientización y formación de sujetos; todo ello en función de
un mismo propósito: dar paso a la construcción de nuevas formas de relacio-
narse socialmente y nuevas formas de construir lo político, económico y cul-
tural.
Para efectos de esta investigación, la metodología que se adopta en
función de la educación popular, está basada en el trabajo realizado por
Federico Coppens y Herman Van de Velde en el año 2005. Tales guías meto-
dológicas han sido modificadas de acuerdo con el contexto donde pretenden
ser aplicadas. El método a utilizarse, tiene como punto principal el reconoci-
miento de una realidad concreta. Es de acuerdo con esa realidad identificada
que se aplica la siguiente metodología: 1. Reflexión crítica de la realidad; 2.
Diálogo de saberes; 3. Producción colectiva del conocimiento; 4. Par tici pa -
ción, y 5. Organización. El modelo de esta guía metodológica para la educa-
ción popular, aparece representado en la figura que se presenta a continua-
ción:
La identificación de una realidad concreta es imperativa porque toda
práctica de educación popular debe enmarcarse en ella, antes de proceder a
delimitar acción alguna en favor de la transformación social. Una vez reco-
nocida esa realidad o condición de injusticia, se inicia el proceso de proble-
matizar tal condición y promover una reflexión crítica sobre ella. Este proce-
so inicial parte de las experiencias e interpretaciones que ha elaborado cada
persona sobre esa realidad, a modo de comprenderla y asumirse con un rol
protagónico en su modificación o continuidad. El diálogo de saberes preten-














de reconocer y validar los conocimientos que son producto de esas diversas
experiencias e interpretaciones, con miras a socializar el diálogo y producirlo
en sociedad. Todo conocimiento previo compartido se traduce en la posible
com plementariedad para construir lo común, valorando y reconociendo la
diversidad cultural.
La riqueza de validar y compartir los diferentes conocimientos se con-
vierte en un medio para su producción colectiva. Coppens y Van de Velde
(2005: 63) definen esta producción como «el proceso donde se integran ele-
mentos o ideas en forma ordenada [...] para llegar a construir teoría y nuevos
conocimientos», que permitan entonces delimitar alternativas que contrarres-
ten la situación de injusticia identificada. Es a partir de este proceso que la
participación colectiva se torna fundamental para el objetivo final de trans-
formar la realidad.
La participación en cualquier dimensión, busca permitir el acceso
directo y el respeto de preferencias en la toma de decisiones; esto implica par-
ticipar en las estructuras de poder, en el acceso al derecho y las formas de pre-
venir todo aquello que incremente condiciones de injusticia e inequidad. Para
Felipe Rivas, la educación popular «debe propiciar una participación que no
se agote en la aplicación de técnicas y dinámicas»,9 pues debe servir para la
organización y movilización política, en función de definir derechos y pro-
mover la creación de instituciones que sean diseñadas para garantizar su dis-
frute.
La organización y movilización en la educación popular serán la suma
del proceso inicial de reflexión crítica sobre la realidad, la teorización median-
te la producción colectiva del conocimiento y la promoción de participación
activa. Esta suma quedará traducida en la acción política de los sujetos ya
formados en favor del cambio. Tales sujetos formularán la planificación,
desarrollarán estrategias y movilizarán los recursos necesarios para visibili-
zar la condición de injusticia identificada. La acción política estará dirigida
a impactar toda aquella estructura que atente contra la justicia y condiciones
de vida dignas, promoviendo alternativas para la construcción de un proyec-
to político inclusivo. En adición, dicha acción deberá fomentar socialmente
y de manera generalizada, la voluntad que dé paso a la renegociación del
modelo de organización dominante y la disposición para crear y reinventar el
proceso político, de manera que se pueda superar la exclusión e inequidad.
Tal y como advierten Coppens y Van de Velde (2005), las pautas meto-
dológicas no deben considerarse reglas absolutas o pasos que han de aplicar-
se mecánicamente, sino que deben ser entendidas como guías que han de ofre-
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9. Felipe Rivas, «Educación popular: la necesidad de un nuevo modelo», en La Piragua, revis-
ta latinoamericana de educación y política, No. 18, México DF, CEAAL, 2000, p. 46.
cer dirección a la acción. Así, la educación popular concibe el aspecto meto-
dológico de su práctica, como un elemento que adjudica dirección y enfoque
a la intención siempre presente de transformar la realidad.
La intención de transformar determinada realidad concreta, constitu-
ye la razón de ser para la adopción de este enfoque y su aplicación en la
investigación que se realiza. Esta investigación enfatizará en el contexto
actual de Puerto Rico y basado en él, se pretende identificar aquella situación
del país que amerite considerar el uso de este enfoque metodológico. Su pro-
pósito, claro está, será dar paso a una propuesta de transformación estructu-
ral de esa realidad identificada, en favor de la colectividad puertorriqueña y
sus intereses.
La educación popular, una alternativa para educar en derechos humanos 23

CAPÍTULO II
Aplicación conceptual al contexto de Puerto Rico:
derechos humanos, educación popular 
y educación en derechos humanos
PUERTO RICO EN CONTEXTO
Una mirada histórica a la condición política
Como consecuencia de la guerra hispanoamericana,10 EUA invade la
isla de Puerto Rico el 25 de julio de 1898. Para ese entonces, Puerto Rico se
mantenía bajo dominación española desde el año 1493. El 10 de diciembre de
1898, se firmaba el Tratado de Paz entre España y Estados Unidos. Bajo este
Tratado, España cedía a EUA la isla de Puerto Rico, disponiéndose que los
derechos civiles y la condición política del territorio cedido, se determinaría
en el Congreso de los EUA, desde entonces encomendaba al Congreso la
facultad de determinar la condición política de la isla caribeña.
Tras la invasión norteamericana para el año 1898 y la necesidad de res-
tablecer el orden institucional, imperó en la isla un régimen militar hasta el
año 1900. Una vez comienza a evidenciarse en la isla el interés de concluir
con tal régimen y establecer las bases para unas nuevas relaciones entre los
EUA y Puerto Rico, se viabiliza en el año 1900 el establecimiento de un
gobierno civil insular, mediante la ley Foraker. Con esta ley se regulaban las
relaciones políticas y económicas entre la isla y la nueva metrópoli. Mediante
la ley Foraker, todo asunto de Puerto Rico quedaba bajo el pleno control de
los EUA.
Debido al rechazo político consistente por parte de la sociedad civil en
la isla, hacia las disposiciones impuestas por la ley Foraker en la estructura del
gobierno insular y los reclamos ciudadanos para lograr igualdad política con
la metrópoli, se aprueba una nueva ley orgánica para Puerto Rico en el año
1917. La ley Jones, caracterizada por imponer en la isla el modelo federal nor-
teamericano, pretendía reformar el régimen colonial iniciado formalmente
10. También conocida como Guerra hispano-cubana-norteamericana, se desató entre España y
los EUA en el año 1898. Tal guerra provocó la pérdida de las colonias de ultramar y signifi-
có el debilitamiento del poderoso imperio español.
con la ley Foraker e introducir modificaciones en la administración del go -
bier no en Puerto Rico.
Las nuevas disposiciones de la ley Jones no representaron cambios sig-
nificativos para la estructura del gobierno, en cuanto a la política colonial que
inicia la metrópoli mediante la ley Foraker. Con la ley Jones continuó incre-
mentándose la política colonial de Estados Unidos hacia la isla. Además de
implantar el modelo federal norteamericano y extender a los residentes de
Puerto Rico la ciudadanía estadounidense, el hecho de proveer a la sociedad
puertorriqueña (mediante la ley Jones) una declaración de derechos indivi-
duales basada en la Constitución de los EUA, evidenciaba la intención de
mantener con Puerto Rico aparentes similitudes constitucionales para lograr
control político sobre la isla.
El haber establecido por primera vez una declaración de derechos
–previamente diseñada– que aplicara a los residentes de Puerto Rico, repre-
sentaba una nueva estrategia de la metrópoli. Una declaración de derechos
diseñada por los EUA y aplicable a la isla, limitaba y obstaculizaba la partici-
pación y capacidad de los/as puertorriqueños/as en la toma de decisiones y en
toda posibilidad de diseñar una estructura política propia, cónsona a su reali-
dad y contexto social, basada en aspiraciones compartidas, propias de los/as
puertorriqueños/as.
Para el 3 de julio del año 1950, el Congreso de los EUA aprueba la ley
Pública 600, que proveía la organización de un gobierno constitucional para
el pueblo de Puerto Rico. Las disposiciones ya las definía el Congreso: la
Constitución proveería una forma de gobierno republicano e incluiría una
declaración de derechos. Una vez aprobada dicha Constitución por la
Asamblea Constituyente en la isla, el presidente de los EUA transmitiría dicha
Constitución al Congreso, para que éste determinara si el documento cumplía
con las disposiciones de la ley 600 y la Constitución de los EUA; en adición,
la ley 600 dejaba establecido que los poderes plenos le correspondían al orga-
nismo legislativo de la Metrópoli, por lo que toda facultad residente en el
Congreso de Estados Unidos, en cuanto a legislar para el pueblo puertorri-
queño sin su consentimiento, se mantenía vigente.
Con todas las disposiciones de la Ley 600 que evidenciaban la condi-
ción de subordinación a la que se mantendría sometida la isla, el 25 de julio
del año 1952, entra en vigor la Constitución de Puerto Rico y se establece en
el país una nueva organización política con toda previsión de autogobierno a
nivel filosófico, pero que a nivel práctico no otorgaría ningún tipo de sobera-
nía nacional ni alteraría significativamente la relación colonial con los EUA.
Esta nueva organización política se denominó Estado Libre Asociado de
Puerto Rico (ELA), una especie de trilogía eufemística que no le ha otorgado
a la isla ni «Estadidad», ni «Libertad» ni tampoco una «Asociación» digna,
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más bien una condición de dependencia y persistente división ideológica en
el ámbito nacional.
Para el año 1953, el gobierno de los EUA junto a representación del
gobierno de Puerto Rico, informa a la Organización de Naciones Unidas
(ONU), que no suministraría más información de la isla como colonia, debi-
do a que había adquirido gobierno propio mediante el ELA. La ONU median-
te resolución 748 (VIII) deja establecido el 27 de julio de 1953, que Puerto
Rico había escogido libremente su nuevo estatus político y por ende había
ejercido efectivamente su derecho a la «libre determinación».11
Es a partir del año 1959, cuando en Puerto Rico se comienza a evi-
denciar que el Estado Libre Asociado, no representaba una organización polí-
tica basada en la autonomía.12 Para este año se presenta ante el Congreso de
los EUA, un proyecto de ley conocido como Fernós-Murray,13 solicitándole
fueran aclaradas las relaciones entre ambos países y si en efecto la isla cons-
tituía una posesión o territorio colonial. El proyecto no prosperó ante el
Congreso. Desde entonces, se han incrementado las formas de enfrentar el
problema de un estatus colonial en Puerto Rico y las implicaciones que dicho
estatus ha tenido en el aspecto social, político, económico y cultural del país.
Situación de los derechos humanos
En Puerto Rico, aún no se logra trascender la concepción tradicional
que reduce los derechos humanos a meros ideales o aspiraciones. En ma teria
de derechos humanos, la sociedad puertorriqueña no ha desarrollado una cul-
tura que les conciba y asuma como aquellas exigencias que demandan cum-
plimiento, reclaman reconocimiento, respeto y promoción por parte de to -
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11. José R. Bas, «El caso colonial de Puerto Rico en la ONU», 28 de enero de 2005, en ‹http://
www.indepen den cia.net/topicos/f_caso_PR_ONU.html›.
12. La autonomía de Puerto Rico quedaba en cuestión debido a dichas caracterizaciones: una
política interna supeditada a leyes estadounidenses; el no tener control sobre relaciones exte-
riores; el contar con un delegado puertorriqueño que participa en el Congreso de los Estados
Unidos, pero carece de voz y voto en dicho organismo; ser los/as puertorriqueños/as ciuda-
danos/as estadounidenses, pero no tener derecho al voto para elegir al presidente y congre-
sistas de los EUA; contar con un gobierno externo (EUA) que mantiene jurisdicción exclu-
siva sobre materia de defensa, inmigración, moneda, control de alimentos, transporte marí-
timo y aéreo; y que en adición abarca otras áreas, tales como el servicio postal, radio, tele-
visión, salarios, vivienda, reservas naturales y patrimonios nacionales, contaminación
ambiental, salud pública, educación, seguro social, becas para estudios, reglamentación de
algunas profesiones, revocación de decisiones del Tribunal Supremo de Puerto Rico por Cor -
tes Federales de los EUA, entre otras.
13. Proyecto de ley presentado por el puertorriqueño Antonio Fernós Isern, Comisionado Resi -
dente en Washington desde el año 1946 hasta el año 1965, y el Senador congresional esta-
dounidense James Murray.
dos/as.14 Pero esta deficiencia cultural en cuanto a la exigibilidad, reconoci-
miento y respeto por tales derechos, requiere de varias consideraciones para
su análisis y entendimiento. Tanto el contexto político y social en el que se
enmarcan actualmente los derechos humanos en el país, deben ser compren-
didos desde la condición colonial que le caracteriza hace más de un siglo.
Dicha condición política con los Estados Unidos se constituye en elemento
clave para entender dónde se encuentra Puerto Rico respecto al tema de los
derechos humanos.
Como consecuencia de la relación con los EUA, Puerto Rico nunca ha
logrado adherirse a la Organización de Naciones Unidas como un Estado
soberano, carece de poder para solicitar admisión a organismos internaciona-
les y no adopta los diferentes instrumentos internacionales en materia de dere-
chos humanos. En la actualidad, Puerto Rico no forma parte de los 35 países
«independientes» de las Américas que conforman la Organización de Estados
Americanos (OEA).15
Como consecuencia de este déficit participativo en el ámbito interna-
cional, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos que se constituye
como recurso para los habitantes de las Américas que han sufrido violación a
sus derechos por parte del Estado, no puede ser considerado como mecanis-
mo de protección en el país, en la medida que Puerto Rico no ha contado con
la facultad para concertar y ratificar tratados a nivel internacional. En este
aspecto, Puerto Rico se mantiene como país «aislado» y desvinculado de toda
iniciativa y recurso internacional que provea para ampliar la concepción y
reconocimiento de tales derechos.
A estas limitaciones de carácter internacional se suman las limitacio-
nes impuestas en el ámbito nacional. Reconoce Efrén Rivera que los proble-
mas que enfrenta el país en materia de derechos humanos, se relacionan con
el hecho de no haber alcanzado cierto nivel de reconocimiento formal en la
Constitución y la estructura jurídica nacional, al igual que no haber creado en
el país las condiciones necesarias para el disfrute de estos.16
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14. Salvador Vergés Ramírez, Derechos humanos: fundamentación, Tecnos, Madrid, 1997, p. 16.
15. En el mes de abril del año 2009, el presidente de Nicaragua, Daniel Ortega, advirtió sobre
dos grandes ausentes en la Cumbre de las Américas celebrada en Trinidad y Tobago. Los
grandes ausentes eran Cuba y Puerto Rico: «Cuba por luchar por su independencia y Puerto
Rico por estar sometido todavía a políticas colonialistas». Aunque las expresiones del
Presidente Daniel Ortega causaron malestar en algunos funcionarios del actual gobierno de
Puerto Rico –al tildarlas de «intromisión indebida»–, la marcada ausencia del país en la
comunidad internacional, pone de manifiesto la situación de exclusión y desigualdad políti-
ca a la que está sometida la isla en pleno siglo 21.
16. Efrén Rivera, «Derechos humanos y realidad puertorriqueña», en Novena conferencia con-
memorativa Dorothy Dulles. Derechos humanos: desafío contemporáneo, Uni ver sidad de Puer -
to Rico, 1995, en ‹http://www.ts.ucr.ac.cr/eventos/pr-upr-ccddb-09.htm›.
Tal y como se ha planteado anteriormente, Puerto Rico cuenta con una
Constitución «propia» desde el año 1952, con el propósito de organizarse
políticamente sobre una base democrática, promover el bienestar general y
asegurar el goce cabal de los derechos humanos.17 Hoy, la insuficiencia de de -
rechos humanos reconocidos en ella, evidencia que no ha logrado sentar las
bases para una cultura de reconocimiento, respeto y goce cabal de tales dere-
chos. Así como tantas dimensiones de la vida social puertorriqueña han que-
dado impactadas por la situación colonial, la elaboración y aplicación de la
Constitución no fue la excepción.
A raíz de la situación histórica de dependencia, Puerto Rico se ha visto
obligado a adoptar y asimilar particularidades del sistema político norteame-
ricano, como lo es su concepción liberal sobre los derechos.18 El sistema de
derecho norteamericano se caracteriza por un ordenamiento jurídico que prio-
riza los derechos civiles y políticos, al punto de que en su Constitución los
derechos económicos, sociales o culturales están marcadamente ausentes, y al
punto de que cuando hace referencia a derechos humanos, solo valida y reco-
noce ese tipo de derechos.
En la Carta de Derechos de la Constitución del Estado Libre Asociado
(ELA) de Puerto Rico, la influencia norteamericana queda evidenciada en la
pretensión de que no se incluyera en ella, aquellos derechos que no corres-
pondieran a su concepción liberal. A pesar de que la elaboración y redacción
de la Constitución correspondía a Puerto Rico, la aprobación de ésta se encon-
traba supeditada al Congreso de los EUA.
Influenciados en el país por la aprobación internacional de la De cla ra -
ción Universal de los Derechos Humanos en el año 1948, quienes redactaron
la Constitución del ELA en el año 1952, incluyeron en la Carta de Derechos
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17. Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, «Preámbulo», en ‹http://www.lexju
ris.com/lexprcont.htm›.
18. Para efectos de este trabajo, la concepción liberal será sinónimo de la concepción clásica
sobre los derechos humanos. La misma consiste en sobrevalorar los derechos individuales
(civiles y políticos) en comparación con derechos de carácter social. Basado en estos dere-
chos el Estado se adjudica límites, reduciendo su papel del poder estatal a la actitud pasiva
de no interferir en el ejercicio de tales derechos individuales. La función del Estado según
esta concepción es la de abstención, el de asumir una obligación negativa respecto a los dere-
chos. Así, la existencia y reconocimiento de aquellos derechos que exijan intervención por
parte del poder estatal o una obligación positiva (tales como derechos sociales, económicos
o culturales), suelen ser rechazados en el ordenamiento jurídico, al contraponerse a la idea
de que los derechos fueron creados para establecer límites al Estado y no para que este inter-
viniera a favor de ellos. En los Estados Unidos, la idea de que los derechos humanos se redu-
cen a derechos civiles y políticos, queda evidenciada en los derechos reconocidos a nivel
constitucional y el que a nivel internacional sólo haya ratificado el Protocolo Internacional
que les reconoce, contrario a la no ratificación del Pacto Internacional de derechos econó-
micos, sociales y culturales.
una sección que reconocía derechos sociales y económicos, entendiendo que
ese reconocimiento representaba una acción de vanguardia para la sociedad
puertorriqueña y afín con lo que acontecía en el ámbito internacional.
Pero una vez revisada la redacción constitucional, el Congreso de los
EUA, decide no aprobar justamente la sección que incluía el reconocimiento
de otros derechos humanos existentes.19 De esta manera, en Puerto Rico se
imponía una concepción liberal de los derechos humanos, donde solo se reco-
nocían formalmente y cobraban carácter de exigibilidad los derechos civiles
y políticos.
La forma en que se legitima esa concepción liberal de los derechos en
el país, queda evidenciada con el dato ofrecido por el licenciado Osvaldo
Burgos,20 de que el único estudio que existe en Puerto Rico sobre la situación
de los derechos humanos, es el «Informe del Comité del Gobernador para el
Estudio de los derechos civiles en Puerto Rico», presentado en el año 1959.21
Para ese entonces, la concepción de derechos humanos quedaba reducida ex -
clu sivamente a lo concerniente con derechos civiles; y tanto la investigación
que pretendía «estudiar toda la problemática de los derechos humanos» como
la posterior creación estatal de una «Comisión de Derechos Civiles del Estado
Libre Asociado de Puerto Rico» en el año 1965, sentaron las bases para una
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19. La Carta de Derechos contenida en la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto
Rico, reconoce derechos relacionados al ámbito laboral en sus secciones 16 a la 18. Pero la
sección 20, era la que disponía de un reconocimiento más amplio sobre los derechos econó-
micos y sociales, tal y como había acontecido en el marco internacional. Estos derechos que
constituirían el reconocimiento formal de derechos sociales y económicos en Puerto Rico,
fueron desaprobados por el Congreso de los Estados Unidos al momento de evaluar la
Constitución. Al día de hoy, en la Constitución que rige el ordenamiento social y político del
país, los derechos sociales, económicos y culturales están marcadamente ausentes –con
excepción de aspectos laborales–, como lo están en la Constitución de los Estados Unidos de
América; manifiesto nada casual de una relación colonial. Los derechos reconocidos en esa
sección 20 fueron: el derecho de toda persona a recibir gratuitamente la instrucción primaria
y secundaria; el derecho de toda persona a obtener trabajo; el derecho de toda persona a dis-
frutar de un nivel de vida adecuado que asegure para sí y su familia la salud, el bienestar y
especialmente la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios
sociales necesarios; el derecho de toda persona a la protección social en el desempleo, la
enfermedad, la vejez o la incapacidad física; y el derecho de toda mujer en estado grávido o
en época de lactancia y el derecho de todo niño, a recibir cuidados y ayudas especiales.
20. Entrevista realizada al abogado Osvaldo Burgos el 21 de enero de 2009. Burgos trabajó como
director ejecutivo de la Comisión de Derechos Civiles del Estado Libre Asociado de Puerto
Ri co, durante los años 2005 y 2006. Actualmente preside la Comisión de Derechos Hu ma -
nos y Constitucionales del Colegio de Abogados de Puerto Rico y ejerce como profesor de
Derechos humanos en la Universidad del Sagrado Corazón en Puerto Rico.
21. Comisión de Derechos Civiles del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Informes de la Co -
mi sión de Derechos Civiles del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, t. I, Años 1959-1968, San
José, Equity, 1973, p. 1-213.
noción errada e insuficiente de lo que debían constituir los derechos humanos
en el país. Asuntos relacionados con derechos sociales, culturales y económi-
cos –salvo algunas consideraciones a los trabajadores–, quedaron excluidos
de la investigación.
En la actualidad, Puerto Rico no cuenta con un estudio actualizado
sobre la situación de los derechos humanos en su territorio. Reconociendo la
noción limitada que se tiene en Puerto Rico sobre tales derechos, el licencia-
do Osvaldo Burgos advierte sobre la deficiencia de que ni siquiera se haya
realizado un estudio para procurar actualizar la información recopilada hace
50 años atrás. Como ex presidente de la Comisión de Derechos Civiles del
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Burgos plantea la necesidad de iden-
tificar dónde se encuentra el Puerto Rico contemporáneo, en materia de sus
derechos humanos, incluyendo lo referente a derechos económicos, sociales y
culturales.
A consecuencia de una concepción errada sobre los derechos humanos,
la sociedad puertorriqueña ha visto reducido su «catálogo» de derechos,
obvian do la cantidad de derechos que han sido reconocidos en el ámbito inter-
nacional y que podrían ser igualmente exigibles en la isla si se les reconocie-
ran y asumieran;22 obviando incluso su capacidad para crear derechos según
las particularidades del contexto actual en el país.
El Puerto Rico de hoy
En adición a la insuficiencia constitucional del ELA en materia de de -
re chos humanos reconocidos, la concepción liberal de los derechos y la poca
capacidad del país para sumarse a las iniciativas de la comunidad internacio-
nal –en cuanto al reconocimiento de nuevos derechos y la adopción de ins-
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22. Derechos humanos existentes y reconocidos a nivel internacional incluyen los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales; el derecho y deber de individuos, grupos e instituciones de
promover y proteger los derechos humanos; el derecho a la libre determinación de los pue-
blos; los relacionados a la prevención de la discriminación; derechos de la mujer; derechos
de los niños/as; derecho al bienestar, progreso y desarrollo social; derecho ambiental; entre
otros. Incluso es necesario dejar establecida la capacidad de cada sociedad para crear nuevos
derechos, basados en los ya existentes o de acuerdo con el tipo de convivencia que desea
establecer, según su propio contexto. Ejemplo de esto son los derechos humanos reconoci-
dos en la nueva Constitución del Ecuador, en la que se legitiman derechos como: el agua,
acceso seguro y permanente a alimentos sanos, derecho a vivir en un ambiente sano y eco-
lógicamente equilibrado, derechos de las comunidades, pueblos y nacionalidades, derechos
de la naturaleza y soberanía alimentaria como obligación del Estado. Este reconocimiento en
materia de derechos, evidencia la posibilidad de redefinir el Estado de derecho, ajustándolo
a las necesidades y demandas sociales del momento histórico, ajustándolo a la aspiración de
construir nuevas formas de relacionarse socialmente.
trumentos que les protejan–, Efrén Rivera advierte desde el año 1995, de la
inexistencia de condiciones necesarias en Puerto Rico para el disfrute de los
derechos humanos. Rivera dejó establecido que no se trataba meramente de
re co nocer formalmente los derechos mediante la adopción de normas; que
más bien se trataba de eliminar aquellas situaciones de desigualdad social que
no permitían forjar condiciones de vida dignas y respetuosas de los derechos
humanos en el país (Rivera, 1995).
Aun en la actualidad, el mayor problema que continúa enfrentando
Puerto Rico es la desigualdad. Según un estudio realizado por la UNESCO
entre los años 2004 y 2005, Puerto Rico ocupaba el cuarto lugar de mayor
desigualdad social, en comparación con diecisiete países de la región latinoa-
mericana.23 Superado por Brasil, Nicaragua y Paraguay, en Puerto Rico el
20% de la población con mayores ingresos económicos recibe casi el 59,9%
de los ingresos, en contraste con el 20% de los más pobres, que se tienen que
repartir un 1,7% de los ingresos del país. El estudio deja al descubierto que
aún con los programas de asistencia social que provienen de los EUA, un
44,6% vive bajo los estándares federales de pobreza y que sin dicha ayuda un
64,9% de la población puertorriqueña quedaría clasificada bajo ese nivel.24
Cuando se hace referencia a la desigualdad social en Puerto Rico, debe
pensarse en la distribución de ingresos, el acceso a recursos productivos, el
acceso a servicios sociales básicos, el acceso al mercado e información y
oportunidades que estimulen el desarrollo humano y social óptimo. Pero el
tema de la desigualdad, a pesar de ser uno latente y urgente de atender, no es
un tema manejado por los líderes políticos del país. Tan reciente como el 21
de octubre de 2008, líderes comunitarios en Puerto Rico denunciaban que los
partidos políticos que aspiraban a lograr el poder en las elecciones generales
del 4 de noviembre de 2008, no incluyeron en sus programas de gobierno pla-
nes integrados contra la desigualdad social. Esta desatención u omisión res-
pecto al tema no puede ser considerada casual.
En el trabajo que presentara el Instituto Interamericano de Derechos
Humanos, titulado «Panorama Actual de los Derechos Humanos y la Demo -
cra cia, 2003», se reconocía que a nivel mundial se habían agudizado la pobre-
za y desigualdad socioeconómica, profundizando así las brechas sociales. Se
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gión», periódico El Vocero, San Juan, 14 de mayo de 2007, en ‹http://www.adital.com.br/site/
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reconocía además, que los gobiernos se mostraban cada vez más incapaces de
responder adecuadamente a las necesidades básicas de la población.25
Y es aquí donde debe prestarse particular atención. Esta supuesta inca-
pacidad que se ha convertido en modalidad, se asocia directamente con polí-
ticas socioeconómicas que impulsa la ideología neoliberal a través de la glo-
balización. Según Martínez de Bringas, la dinámica global se ha llevado con-
sigo al Estado y ha dirigido su atención hacia el funcionamiento de los mer-
cados financieros, en lugar de enfatizar en la vida de sus ciudadanos y la salud
social de su sociedad civil. Esto a su vez ha provocado una merma significa-
tiva en la promoción y atención de los derechos humanos. Con la transforma-
ción en los roles del Estado, la capacidad de respetar los derechos humanos se
ha tornado problemática.26
Esta problemática podría estar amenazando y agudizando la realidad
social puertorriqueña ya existente, en materia de reconocimiento, cumpli-
miento, respeto y promoción de tales derechos. Tal y como se señalara ante-
riormente, debido a la relación de subordinación que mantiene Puerto Rico
con los EUA, el país no ha estado exento del impacto que genera el neolibe-
ralismo como proyecto ideológico, pues su marco de referencia inmediato
para adoptar determinadas medidas son las políticas que allí se implantan.
Pero no es hasta este preciso contexto político que vive el país, donde las
señales de un impacto mayor afloran con descarada claridad.
En las elecciones generales que se realizaron en Puerto Rico el 4 de
noviembre de 2008, la población que decidió salir a las urnas y elegir los líde-
res políticos que habrían de gobernar por los próximos cuatro años, votó abru-
madoramente por el Partido Nuevo Progresista (PNP). Este partido político,
caracterizado por su pretensión de «asimilismo» y de que Puerto Rico se con-
vierta en un estado de la nación norteamericana, es también un partido con-
servador y muy afín a la adopción de políticas neoliberales originadas en los
Estados Unidos.
La «nueva generación» que asume las riendas del partido político de
cara a las elecciones y que logra obtener el poder como resultado de las mis-
mas, llega acompañada de un programa de gobierno con explícito contenido
de corte neoliberal. La pregunta obligada es si el país votó a conciencia por la
implantación en Puerto Rico de este proyecto ideológico, o si los resultados
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electorales fueron producto de lo que llamaría Naomi Klein «la doctrina del
shock».27 Tras cuatro años de una administración gubernamental a cargo del
partido político opositor, el PNP basa su campaña política en la existencia de
una profunda crisis económica local.
La campaña resulta de tal impacto, que logra crear la sensación de que
la preocupación generalizada del país era la situación económica. Enfatizando
en una recesión sin precedentes para Puerto Rico, el PNP logra posicionarse
como el «cambio real» ante la crisis. Pero el asunto de la crisis económica
sería solo un elemento para agudizar y justificar el discurso «demonizador»
hacia el Estado y contra lo público, el cual caracterizaría al nuevo gobierno de
Puerto Rico, según su propio plan.
El Plan denominado «Juntos hacia el cambio: Una nueva visión para
Puerto Rico. Programa de Cambio y Recuperación Económica 2009-2012»,
enfatiza en el fortalecimiento del sector privado en el país, a partir de una crí-
tica férrea a la institución del Estado, al cual describe de la siguiente manera:
Llevamos 8 años de un gobierno fundamentado en el apoderamiento del
gobierno, mercados altamente regulados y una sociedad controlada y mante-
nida por y para el gobierno. El resultado: un gobierno paternalista, opresivo,
excesivamente intervencionista y dirigido por unos pocos [...] Durante esos 8
años, el gobierno ha gastado más de lo que ha recibido; es lento y caro en su
desempeño; es arcaico en su operación y proceso; obstaculiza gestiones con
reglamentos voluminosos, obsoletos y costosos de implantar; opera bajo un
sistema de permisos lento e inefectivo. En fin, no responde a las necesidades
del pueblo.28
Estas críticas hacia el Estado (al cual denominan gobierno) justificarí-
an entonces su plan para lograr un sector privado más protagónico y efectivo
en la sociedad puertorriqueña y un «gobierno que no obstaculice procesos pa -
ra su perar el deterioro económico y social del país, que revitalice el gran
motor económico del sector privado, que dirija los recursos de Puerto Rico
hacia la orientación, promoción y evaluación del desarrollo de ese importan-
te sector para generar miles de empleos» (Plan de Gobierno, 2009-2012: 17).
Cabe preguntarse entonces si la sociedad puertorriqueña –en favor de implan-
tar unos cambios económicos y una nueva visión– pudo haber sido sometida
a una técnica de «shock» psicológica, en la que se crearan condiciones políti-
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cas para una crisis en la economía, y que esa crisis a su vez sentara las bases
para posicionar a los «héroes revitalizadores del sector económico».
Aludiendo a la suspicacia de Naomi Klein, cuando se pretende implan-
tar en una sociedad los fundamentos del libre mercado, poco importa si la cri-
sis es real o percibida; «basta con que en momentos de crisis, la población esté
dispuesta a entregar un poder inmenso a cualquiera que afirme disponer de la
cura mágica» (Klein, 2007: 228). Pero utilizar el discurso de que lo privado
es una opción para contrarrestar la ineficiencia del Estado y su insuficiencia
en bienes y servicios, más que ser una cura para la sociedad puertorriqueña,
pudiera traducirse en una «terapia de shock» propia del proyecto neoliberal,
que suele aprovechar las «crisis» para introducir impopulares medidas de cho-
que económico, con un alto costo social como consecuencia, incluyendo la
viabilidad de los derechos humanos.
Ya para diciembre de 2008, el Comité de Reconstrucción Económica
Fiscal nombrado por el gobernador electo, presentaba un informe donde
advertía lo «innegable de que Puerto Rico atravesaba por una de las peores
crisis económicas y fiscales de su historia» y que por tal razón el gobierno
requeriría tomar medidas severas e inmediatas para enfrentar la situación.29 El
informe económico enfatizó en la deuda pública del gobierno, en los retos fis-
cales que enfrentaban varias corporaciones públicas y en el déficit presupues-
tario estructural.
Con intención de validar determinadas medidas, se comparó la crisis
nacional con estados de la nación norteamericana, quienes al aplicar las mis-
mas habían logrado con «éxito» hacer frente a sus respectivas crisis. Las
medidas tomadas giraban en torno al aumento de ingresos por consumo y la
reducción de gastos gubernamentales. Lo interesante es que justamente esa
reducción de gastos afectaba directamente lo que se refería a la interven-
ción/inversión en políticas sociales por parte del Estado y lo referente a satis-
facer necesidades, entiéndase gastos en educación, servicios de salud, fondos
para universidades públicas, reducción de jornadas para empleados públicos,
eliminación del pago de aquellas horas extras ya trabajadas, negociación con
uniones obreras para no otorgar aumento salarial, entre otros. Tales medidas
fueron presentadas por el Comité como dramáticas, pero necesarias para
cerrar las brechas presupuestarias.
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Sin lugar a duda, la intención del nuevo partido político en el poder
es la de reemplazar las políticas sociales del Estado por políticas neolibera-
les de privatización, desregulación y recorte del gasto social, meramente en
función del crecimiento económico del país. Esta pretensión denota indife-
rencia y desatención de la cuestión social y del desarrollo humano.
Lejos de promover la urgencia de redefinir las funciones del Estado,
en favor de nuevas exigencias de responsabilidad, regulación de un orden
justo y participación en la construcción de una sociedad equitativa, la nueva
visión de Estado que trae consigo el PNP es la de un Estado que reemplaza
sus políticas de bienestar social a favor del mercado. ¿Para qué entonces
acudir a las urnas y legitimar un Estado que no responde a su función prin-
cipal de protección social?
En octubre de 2008, los/as líderes comunitarios/as no se equivocaban
al denunciar que los políticos no hicieran referencia alguna a cómo erradi-
car la desigualdad social en sus respectivos planes de gobierno; pero quizás
tampoco se equivocaba el PNP al invisibilizar la desigualdad en su progra-
ma, pues su prioridad había quedado claramente definida desde el principio:
«restaurar» la liberación de la economía en Puerto Rico.
Lo problemático de las medidas neoliberales es justamente su pre-
tensión de transformar al Estado en un desregulador de políticas sociales
que fomenten el bienestar generalizado y colectivo; y problemático además
por su función de omitir la existencia de derechos humanos, al no concebir-
los como obligaciones morales. Así, el hecho de que los próximos años no
evidencien la creación de condiciones necesarias para el disfrute y ejercicio
pleno de los derechos en Puerto Rico, el hecho de que no exista pretensión
de hallar las causas que generan la desigualdad social en el país y la gran
posibilidad de no contar con un Estado garante de derechos humanos, sí crea
condiciones necesarias para un posible fortalecimiento de los movimientos
sociales en el país; un fortalecimiento que dé paso a cambios significativos
en lo referente a la cuestión social y permita hacer de los derechos humanos
en Puerto Rico un imperativo ético.
Los derechos humanos como imperativo ético
Referirnos a los derechos humanos como imperativo ético, es una
forma de proponer el «cómo» asumirlos desde una sociedad con deficien-
cia para reconocerles formal, jurídica y materialmente, y desde una socie-
dad con altos niveles de desigualdad. Para Ferrete Sarria, la ética debe
tener como objetivo establecer criterios de racionalidad para el ámbito de
lo práctico, establecer normas de referencias y criterios de actuación de
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aquello que podamos considerar lo moral (lo justo o correcto).30 Desde esta
perspectiva, considerar los derechos humanos como imperativo ético, per-
mitiría desarrollar principios que sirvan de parámetros para establecer los
mo dos de relacionarse y las regulaciones necesarias entre los seres humanos
y sus instituciones sociales, según lo que resulte correcto para garantizar el
buen vivir de la sociedad puertorriqueña en general. Ante la intención de
implantar en Puerto Rico un modelo de carácter neoliberal, urge definir colec-
tivamente parámetros de responsabilidad social que delimiten el tipo de país
al que se aspira.
Hacer viable en Puerto Rico el reconocimiento, exigibilidad, respeto y
promoción de los derechos humanos, requerirá sin duda una transformación
en la estructura social y una concepción institucional que les valide. Para
Thomas Pogge, hacer de la ley el único criterio del grado de reconocimiento
de los derechos humanos en una sociedad, resulta poco convincente,31 pues
para él, tales derechos generan también deberes. Es basado en los deberes que
dicho autor desarrolla su «visión institucional de los derechos humanos», una
visión sustentada en el art. 28 de la Declaración Universal.32
La visión institucional de Pogge se basa en que «cualquier sociedad o
sistema social, dentro de lo razonablemente posible, debe (re)organizarse de
manera que todos sus miembros tengan un acceso seguro al derecho» –enten-
diendo seguro como la no denegación o privación– (Pogge: 1995: 90). Según
la interpretación institucional del autor, los gobiernos e individuos tienen la
responsabilidad de no violar los derechos; pues recae sobre ellos la responsa-
bilidad de trabajar por un orden institucional y por una cultura pública que
garantice a todos los miembros de la sociedad un acceso seguro a los objetos
de sus derechos humanos (Pogge, 1995: 91).
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Thomas Pogge advierte que la interpretación que elabora en materia de
derechos humanos, altera el debate habitual sobre a quién (o quiénes) compe-
te la responsabilidad por los derechos, pues adjudica colectivamente la res-
ponsabilidad de estructurar el sistema social. Para él, cada miembro de la
sociedad, con arreglo a sus medios, debe colaborar en la creación y el mante-
nimiento de un orden social y económico en el que todos tengan un acceso
seguro a la satisfacción de sus necesidades (Pogge, 1995: 96). Así, los dere-
chos humanos se constituyen como demandas morales que atañen a la orga-
nización de la propia sociedad (Pogge, 1995: 90). No se trata entonces de asu-
mir posturas ni modelos que descarten la capacidad del Estado para conver-
tirse en esa institución que organice la sociedad de acuerdo con los derechos
humanos; no se trata de descartar lo público, porque lo público cuenta con
mayor capacidad de extensión para el beneficio colectivo, que lo privado.
Basándose en la visión institucional de Pogge, la sociedad puertorri-
queña podría adjudicarle a los derechos humanos el potencial para generar ese
encuentro solidario en función de forjar un orden justo y equitativo; adjudi-
carle incluso el potencial para procurar la acción política en el país y superar
aquellos modelos que resultan contrarios al bienestar que moralmente debería
aplicar a toda sociedad. La interpretación institucional de Pogge en cuanto a
los derechos humanos, debe ser una posibilidad a considerar, si se aspira a for-
jar un país capaz de definir sus propios derechos y reconocer los ya existen-
tes en el ámbito internacional, de manera que puedan ser igualmente dignos
de reconocimiento, respeto y promoción en Puerto Rico.
Para lograr tal aspiración en una sociedad en la que su mayor proble-
ma es la desigualdad, un proceso educativo con carácter generalizado en
materia de derechos humanos, puede resultar en elemento clave para molde-
ar las actitudes sociales, a favor de que estas mismas actitudes se conviertan
en el mejor cimiento para garantizar el respeto por los derechos. Porque en la
medida que se educa al ser humano para asumirse con derechos y deberes, se
construyen nuevas formas de relacionarse social y políticamente, nuevas for-
mas de ejercer la responsabilidad para y con los/as demás.
LA EDUCACIÓN POPULAR EN PUERTO RICO
Breve recorrido histórico
Según una investigación sobre la educación popular en Puerto Rico, en
el país no ha habido una práctica sistemática referente a ella, sino algunos
esfuerzos dispersos desde diversas áreas básicas como la política, iglesia, sin-
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dicatos y comunidades.33 Es a partir de la década del 70 –a raíz de las expe-
riencias en Latinoamérica– que se comienza a utilizar en Puerto Rico el con-
cepto de educación popular como parte de una praxis educativa liberadora
(González, 1986: 264).
Los diferentes grupos que adoptaron el concepto, concordaban en la
situación colonial del país, lo que llevó a definir la educación popular en
Puerto Rico como una praxis dirigida a la transformación social. Para el
momento en que se realiza la investigación de González, la educación popu-
lar pretendía fungir como una dimensión de la acción política, para lograr la
descolonización de Puerto Rico y colaborar en el proyecto por una sociedad
más justa (González, 1986: 265). Según González, la educación popular en el
país debía contribuir a la organización social y desarrollar en el pueblo la
necesidad de organizarse, pues «una educación popular que no sirviese como
instrumento de organización y movilización para establecer e impulsar un
nuevo sistema de relaciones sociales, tan solo serviría para que los sistemas
opresores permanecieran en las sociedades».34
Aun cuando la pretensión de la educación popular en Puerto Rico se
relacionaba con la acción política, los resultados de la investigación que rea-
liza González, destacan que ninguno de los grupos que utilizaba la educación
popular, trabajó directamente en la organización y movilización del pueblo
hacia tal acción. El trabajo de tales grupos no trascendió al nivel de lucha polí-
tica, a pesar de que en la década de los 80, ya el país contaba con terreno fér-
til para la labor que realizaban los grupos de educación popular; ante el des-
contento social y la ineptitud del gobierno para hacerle frente de forma efec-
tiva a los problemas sociales (González, 1986: 469).
Más bien, uno de los aspectos característicos del movimiento de edu-
cación popular en Puerto Rico, resultó ser el de la fragmentación. Esta frag-
mentación fue descrita por la autora de la siguiente manera: «No existe un
organismo estable, permanente, que canalice todos estos momentos y les con-
fiera un sentido de unidad a estas parcelas de lucha, para que emerjan como
parte de un proceso global» (466). «Solo ha surgido una unidad de trabajo en
situaciones específicas, que no ha madurado aún en una coordinación de tra-
bajo estable a nivel nacional» (468).
A más de veinte años después de realizada esta investigación en Puerto
Rico y no evidenciarse cambios significativos en los resultados de las luchas
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sociales actuales, puede entenderse que la educación popular en el país, sufrió
los efectos de la diversificación de grupos u organizaciones que laboraban por
intereses específicos. Optar por la diversificación, cuando en la esencia se
podría compartir una finalidad en común, puede resultar en el fracaso de in -
tentar transformar determinada realidad social.
Análisis sobre su práctica
Afirma Carlos Montaño, que las asociaciones que se congregan según
intereses particulares compartidos, reducen toda posibilidad de revolución
social, debido a la fragmentación.35 El carácter desarticulado y fragmentado
que se le adjudica a la educación popular en Puerto Rico para la década de los
80, no surge en el vacío. Tal fragmentación tiene su sentido de ser. Justamente
para la década de los 80 comienza la oleada de la ideología neoliberal como
proyecto, con miras a cobrar carácter global. Y Puerto Rico no estuvo, ni está
exento de los valores que trajo consigo esta intención de un nuevo ordena-
miento mundial.
En comparación con otros países de América Latina, las consecuencias
del proyecto neoliberal en Puerto Rico, se suman a las consecuencias sociales
que ha generado en el país la condición política colonial que mantiene con los
EUA. La no solución del estatus político ha generado serias divisiones ideo-
lógicas a nivel nacional, división que no ha permitido aunar esfuerzos comu-
nes para hallar solución a un asunto de impacto generalizado para la comuni-
dad puertorriqueña.36
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como una de subordinación colonial, aunque algunos de sus miembros reconocen falta de
soberanía y autonomía en el ELA; el Partido Nuevo Progresista (PNP), quien se constituye
como el movimiento anexionista del país y aboga porque Puerto Rico se integre totalmente
a los Estados Unidos como un estado adicional de esa nación; y el Partido Independentista
Puertorriqueño (PIP), que aboga por la independencia del país como método para definir un
estatus político no colonial. Para las elecciones generales del 4 de noviembre de 2008, se
integró al proceso electoral un nuevo partido político, conocido como Puertorriqueños por
Puerto Rico (PPR), el cual no asume posición respecto a las alternativas tradicionales para la
definición del estatus u otras. Tanto el PIP como el PPR no quedaron inscritos como partidos
políticos en la pasada elección general, al no obtener los votos suficientes.
A esta división nacional se suman entonces las implicaciones de los
valores que traen consigo la globalización y la ideología neoliberal que le sus-
tenta. Si bien es cierto que la globalización (entiéndase también como neoli-
beralismo), «es la lucha del mercado contra el Estado; la lucha entre lo públi-
co y lo privado; el sector privado ocupándose de las actividades que pertene-
cen al sector público y la transferencia de las propiedades de la colectividad
hacia el privado», es también «el individuo o lo individual contra lo colecti-
vo».37 Ante esto, Ignacio Ramonet sostiene que no hay ningún proyecto de
cohesión social, no hay ningún proyecto de cohesión nacional; solo lo indivi-
dual es pertinente en el marco de la globalización (Ramonet, 2004: 3).
Como parte de la oleada neoliberal, Carlos Montaño sostiene que la
cuestión social se convierte en autoresponsabilización de los sujetos portado-
res de carencias (Montaño, 2005: 334). Esta autoresponsabilización es lo que
podría generar que los grupos sociales se constituyan de acuerdo con caracte-
rísticas particulares y necesidades específicas, dejando a un lado todo pro-
yecto con carácter de bienestar generalizado y reduciendo el impacto en la
transformación estructural de instituciones injustas. Así, Montaño afirma que
«el proyecto neoliberal pretende una sociedad civil dócil, sin confrontación,
cuya cotidianidad alienada, reificada, sea la de la ‹preocupación› y ‹ocupa-
ción› en actividades no creadoras ni transformadoras, sino orientadas para las
(auto)respuestas inmediatas a las necesidades localizadas» (Montaño, 2005:
335).
Para Montaño, los movimientos sociales han sido reemplazados en la
sociedad contemporánea por las Organizaciones no Gubernamentales, quie-
nes se han constituido gracias a los recursos que están transfiriendo el Estado
–ya convertido en aliado del proyecto neoliberal– y las entidades privadas
para la ejecución de la cuestión social, como mecanismo de respuesta inme-
diata a las necesidades. Bajo este modelo que describe Montaño, se promue-
ve que la comunidad social se convierta en «colaboradora» y que su movili-
zación/participación quede condicionada a las necesidades localizadas que
han identificado el Estado y las entidades privadas mediante su intención de
financiamiento.
Según Montaño, esta actitud de colaboración que se asume bajo la
lógica neoliberal, es totalmente diferente a la movilización en tanto lucha
social por derechos, la cual desencadena un proceso que presiona y obliga al
Estado y al capital, a absorber ciertas demandas e incorporarlas como función
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del Estado (Montaño, 2005: 358). En lugar de abogar porque el Estado asuma
responsabilidades y obligaciones a favor de regular un orden justo, las orga-
nizaciones adaptarán sus iniciativas y su lenguaje a las prioridades del finan-
ciamiento y se desvincularán de toda acción política, movilización y preten-
sión de transformación social.
En la investigación realizada por González sobre educación popular en
Puerto Rico, ésta identifica justamente como dilema difícil de resolver y
punto controversial del movimiento de educación popular en el país, la vin-
culación de algunos grupos con entidades gubernamentales y la utilización de
sus recursos (González, 1986: 447). Tales recursos otorgados exigían mayor
afinidad con los objetivos y bases de trabajo de las propias entidades finan-
ciadoras, lo que amenazaba la supervivencia del grupo de educación popular
y los objetivos propios que le constituyeron. Este dilema sobre los recursos,
así como la conclusión de González sobre un movimiento de educación popu-
lar fragmentado en Puerto Rico, pueden ser asociados directamente a las
implicaciones del neoliberalismo y su intención de lograr desarticular todo
aquello que pudiera representar un movimiento social en su contra; todo aque-
llo que pudiera representar la exigibilidad de una nueva forma de relacionar-
se con el Estado, de un Estado reorganizado, fortalecido y partícipe en la
construcción de una sociedad justa y a favor de la reivindicación de los dere-
chos humanos.
Aun cuando la práctica de educación popular ha confrontado dificulta-
des en Puerto Rico, se desprende de la investigación de González, que la edu-
cación popular como un tipo de educación no formal, puede resultar de gran
potencialidad para transformar estructuras sociales desiguales, siempre y
cuando la acción política se manifieste al unísono y de manera solidaria.
Lograr articular las luchas sociales en el contexto actual, constituye uno de los
grandes retos para la educación popular.
La necesidad de utilizar una educación popular que viabilice la orga-
nización y movilización política en Puerto Rico, requiere de hallar un ele-
mento común que pueda unificar la acción, en beneficio de la sociedad puer-
torriqueña. Tras veinte años de la investigación y una entrevista con la auto-
ra,38 continúa como imperativo la propuesta de «procurar un encuentro soli-
dario dentro del objetivo común de forjar un orden más justo y equitativo»
(González, 1986: 473). La realidad del país en materia de derechos humanos
y la urgencia de generalizar su conocimiento, respeto y promoción, hacen
posible, incluso para Lourdes González, la consideración de que el asunto
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sobre los derechos humanos en Puerto Rico, se constituya en ese elemento
común que permita procurar un encuentro solidario en el país.
EDUCACIÓN POPULAR Y EDUCACIÓN EN DERECHOS HUMANOS:
COMPLEMENTARIEDAD PARA LA ACCIÓN POLÍTICA
Educación en derechos humanos
La posibilidad de considerar en Puerto Rico un proceso educativo que
generalice el conocimiento, respeto y exigibilidad en materia de derechos
humanos, constituye un desafío contemporáneo en la realidad del país. Aun
cuando no se cuenta con participación oficial en la comunidad internacional
y Puerto Rico no adopta los instrumentos internacionales que en ella se pro-
ducen, esto no debería representar obstáculo alguno para unirse a las iniciati-
vas que pretenden fomentar una cultura generalizada de conocimiento y res-
peto hacia los derechos humanos, más bien podría ser un contexto favorable
para el proceso de educación que se pretende. Los instrumentos internaciona-
les que se han desarrollado a favor de la defensa y protección de tales dere-
chos a nivel mundial, han reconocido lo imperativo de que cada Estado pro-
mueva la educación en derechos humanos en sus respectivos países, según su
realidad social y contexto histórico.
Para el año 1993, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos apro-
bó la «Declaración y Programa de Acción de Viena», en la que recomendaba
que cada Estado considerara la posibilidad de elaborar un plan de acción
nacional, en el que se determinaran las medidas necesarias para que ese
Estado mejorara la promoción y protección de los derechos humanos.39 Como
resultado de esa Conferencia, se proclamó el período 1995-2004 como el
«Decenio de las Naciones Unidas para la educación en la esfera de los dere-
chos humanos», un esfuerzo al que Puerto Rico no se integró.
La Declaración y Programa de Acción de Viena adoptado en la Con -
ferencia Mundial de Derechos Humanos, consideró que la educación, la capa-
citación y la información pública en materia de tales derechos, resultaban
indispensables para establecer y promover relaciones estables y armoniosas
entre las comunidades y para fomentar la comprensión mutua, la tolerancia y
la paz. Entre las recomendaciones a los Estados, se exhortó a que orientaran
la educación hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortale-
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cimiento del respeto de los derechos humanos, y se solicitó además que cada
Estado y sus instituciones incluyeran el tema en sus respectivos programas de
enseñanza académica y no académica.40 De ahí que surgiera el Plan de Acción
de las Naciones Unidas para la Educación en la esfera de los Derechos Hu ma -
nos, 1995 a 2004, el cual contenía como recomendación a cada Estado miem -
bro de la comunidad internacional, el preparar y ejecutar planes nacionales
para la educación en esta materia.41
Tal y como está elaborado el Plan de Acción, Puerto Rico confrontaría
dificultades con su implantación, al no estar adherido a las Organización de
Naciones Unidas. Aun así, en el país se podría adoptar la iniciativa e impul-
sar un proceso de educación en materia de derechos humanos. Considerando
la realidad de Puerto Rico y sus limitaciones, la propuesta es comenzar a pro-
mover la educación en derechos humanos, utilizando el fundamento de la edu-
cación popular.
Para fines de esta investigación, se tomará como referencia la defini-
ción que estableciera el Plan de Acción sobre Educación en Derechos Hu ma -
nos; y para ampliar la misma se adoptará la concepción de educación en mate-
ria de derechos humanos establecida en el Plan Nacional de Educación co -
lombiano. Según el Plan de Acción, la educación basada en derechos quedó
establecida como «el conjunto de actividades de capacitación, difusión e in -
formación encaminadas a crear una cultura en la esfera de derechos humanos,
actividades que se realizan transmitiendo conocimientos y moldeando actitu-
des» (ONU, 1996: 5). Basándose en tal definición, el propio Plan dejó esta-
blecida la finalidad que habría de tener esta educación en los Estados miem-
bros; pero considerando las particularidades de Puerto Rico, las finalidades
deben adaptarse a las necesidades de la realidad puertorriqueña. Ante lo plan-
teado, es imperativo preguntarse ¿qué tipo de educación en derechos huma-
nos se requiere para Puerto Rico?
La educación popular como propuesta para educar 
en derechos humanos
No cabe duda que de acuerdo con el contexto particular del país, se
debe aspirar a una educación que fortalezca la capacidad de la gente para
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intervenir en la gestión de su propio desarrollo,42 esto en lugar de aceptar la
imposición de modelos sociales y económicos contraproducentes para el bie-
nestar colectivo. De acuerdo con el Plan Nacional de Educación en Colombia,
la formación de derechos humanos allí cuenta con carácter emancipador y
debe suponer un proyecto pedagógico integral que incite a vivir y disfrutar los
derechos, como también a fomentar un proceso de opinión y de respuesta que
lleve a discernir que cualquier violación no puede ser ajena a la sociedad ni el
Estado.43
La educación en derechos humanos debe además tener la intencionali-
dad explícita de formar sujetos de derechos, capaces de reconocerse a sí mis-
mos y a los demás como tales, de construir conocimiento, de resistir y enfren-
tar abusos de poder, de interpretar y transformar el entorno; un proceso desti-
nado a la formación de actores políticos (Plan Nacional de Colombia, 2007:
23). Así, los componentes de este tipo de educación deben ser la formación de
sujetos/as de derechos, la consolidación de un Estado Social de Derecho y la
construcción de una cultura de derechos humanos (Plan Nacional de Colom -
bia, 2007: 22).
Basado en estos componentes y ajustados a la realidad del país, un pro-
ceso inicial de educación en derechos humanos para Puerto Rico tendría como
objetivos: 1. Comenzar a generalizar el conocimiento en materia de los dere-
chos humanos existentes y el potencial para definir derechos de acuerdo con
las necesidades sociales; 2. Promover un proceso de concienciación a nivel
nacional sobre la importancia de los derechos humanos y la educación sobre
ellos, y 3. Contribuir al reclamo de la elaboración de un Plan Nacional de
Edu cación en Derechos Humanos para Puerto Rico, como estrategia de gene-
ralizar este tipo de educación en el país.
Materializar tales objetivos en función de lograr generalizar la educa-
ción en derechos humanos, requerirá de asumir un enfoque determinado, que
permita mediante principios específicos dirigir la acción a su favor. Ante esto,
se propone utilizar las bases de la educación popular. Considerando que en el
caso de Puerto Rico, se trata de fortalecer la conciencia sobre la realidad en
materia de derechos humanos y desarrollar protagonismo social en el diseño
estructural de una sociedad justa y equitativa que les reconozca, la educación
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popular podría sustentar teóricamente lo que se pretende en la práctica para la
educación en derechos humanos.
Será de acuerdo con los objetivos presentados, que se apliquen los
principios que la educación popular provee. Tal y como se hiciera referencia
en el capítulo I, la educación popular es considerada como una guía de acción
para emerger proyectos sociales en beneficio de lo colectivo. Entendida como
ese proceso colectivo que apunta a la organización del pueblo a fin de que
transforme su realidad en función de sus intereses, la educación popular for-
talece la intención de lograr generalizar en Puerto Rico la educación en dere-
chos humanos, esto mediante la: comprensión de la realidad, el desarrollo de
la conciencia crítica y la movilización política en reclamo de un plan nacio-
nal de educación en derechos humanos.
De acuerdo con los objetivos de comenzar a generalizar en Puerto Rico
el conocimiento en materia de derechos humanos, formar sujetos/as de dere-
chos y contribuir al reclamo de un plan nacional de educación, la educación
popular provee para iniciar procesos educativos en favor de: problematizar la
realidad del país en materia de derechos, iniciar procesos de diálogo y refle-
xión crítica al respecto, generar conocimiento colectivo referente a cómo asu-
mir esa realidad y promover la participación colectiva en favor de lograr la
organización y movilización política que habrán de impulsar la transforma-
ción social. La educación popular provee además para hacer de la educación
en derechos humanos, una práctica que deba integrar a todo miembro de una
sociedad cimentada sobre las bases de la desigualdad; tal y como sucede en
Puerto Rico.
Basada en el fundamento de la educación popular, respecto a la trans-
formación de la realidad mediante procesos de organización y movilización
política, la educación en derechos humanos enfatizará en la formación de
sujetos políticos que habrán de organizarse para exigir que las instituciones
sociales del país sean diseñadas de acuerdo con los derechos humanos. Si la
condición política del país, ha sido uno de los pretextos para que Puerto Rico
no se integre a las iniciativas internacionales que promueven el desarrollo de
una cultura de derechos humanos, utilizar la educación popular para promo-
ver la acción política en favor del reconocimiento, respeto y promoción de los
derechos en el país, contribuirá al reclamo social de un plan nacional de edu-
cación en derechos humanos para Puerto Rico.
Educación y acción política
Si bien la educación en materia de tales derechos no es asumida actual-
mente por el Estado, un proceso organizativo en el ámbito social-comunita-
rio, puede promover que dicha institución asuma su obligación como garante
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principal de los derechos humanos. Para Abraham Magendzo, la educación en
esta materia no es una responsabilidad exclusiva de la sociedad civil, sino que
debe ser responsabilidad que el Estado debe asumir.44 Sin lugar a duda, esta
educación representará un reto a la institucionalidad y sistema político de
Puerto Rico, pues la visión que está cobrando modalidad al momento, es la de
un Estado desvinculado de este tipo de proyectos con marcado carácter social.
La concepción de Estado que se pretende promover es la de una insti-
tución social en función de la protección y organización de la vida en socie-
dad, no la de un Estado demonizado y descartable en el orden político actual.
Debe dejarse establecido que lograr esta idea de un Estado responsable en
materia de hacer valer derechos, no será tarea fácil, pues tal y como está fun-
cionando actualmente la estructura política de Puerto Rico, el gobierno por sí
solo no asimilará la importancia de redefinirse en favor del bien común.
La educación en derechos humanos, tal y como se propone para Puerto
Rico, es una que debe emerger «desde abajo»; ya que no se logra identificar dis-
posición del Estado para promoverla. En una entrevista realizada al represen-
tante gubernamental Waldemar Quiles Rodríguez,45 éste indicó que los dere-
chos humanos están asociados al concepto de libertad (elegir gobierno, derecho
a disentir, derecho a la libertad de expresión) y en comparación con países como
Cuba y Venezuela –donde no se puede disentir y no hay derechos humanos–, la
situación de los derechos en Puerto Rico se encuentra bien. Para Quiles
Rodríguez, en Puerto Rico hay libertad, porque todo el mundo disiente y opina.
Como vicepresidente de la Comisión de Educación en la Cámara de
Representantes del gobierno de Puerto Rico, Quiles Rodríguez sostuvo que
para él no es necesaria la educación en derechos humanos, ya que el país
cuenta con un sistema y una Constitución que garantiza los derechos funda-
mentales. En todo caso, le correspondería al Departamento de Educación
tomar la decisión de insertar ese tipo de educación en el sistema.
Según el representante por el PNP, no es obligación del Estado pro-
mover este tipo de educación y ante la posibilidad de un Plan Nacional de
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Educación en Derechos Humanos para Puerto Rico, afirmó no creer en ella,
enfatizando que quienes suelen hablar de derechos humanos en el país son
quienes más abusan de las libertades que tienen. Para Waldemar Quiles Rodrí -
guez, no hay necesidad de que su gobierno dé paso a la educación en derechos
humanos; el Estado no tendría por qué meterse en tal asunto, porque los dere-
chos en el país están garantizados.
Basada en la visión y posición asumida por el representante Waldemar
Quiles, las posibilidades de que el gobierno actual impulse por iniciativa pro-
pia un proceso educativo como el propuesto, aparentan ser mínimas o inexis-
tentes; por lo que corresponderá a diferentes componentes de la sociedad ori-
ginar movimientos educativos y de organización, que enfaticen en lo impera-
tivo de los derechos humanos para Puerto Rico y la necesidad de un Plan
Nacional de Educación que generalice su conocimiento.
Según Thomas Pogge, es la población sobre quien recae la responsa-
bilidad última de lo que ocurre en su territorio, y si esta no se preocupa lo sufi-
ciente por los objetos de los derechos humanos como para habilitar y empla-
zar a su gobierno, sustituirlo o reorganizarlo, corre el riesgo permanente de
que no se les garantice el acceso seguro a los objetos de sus derechos (Pogge,
1995: 87-88). Pogge advierte que el primordial garante de los derechos es el
Estado, pero los guardianes últimos de estos son los individuos, porque de
ellos dependerá crucialmente su realización. Según él, lo que se necesita para
garantizar verdaderamente el contenido de un derecho es una ciudadanía vigi-
lante que se comprometa profundamente con ese derecho y que esté dispues-
ta a trabajar en pro de su realización política (Pogge, 1995: 87).
Justamente para lograr una sociedad vigilante de los derechos, es nece-
sario iniciar un proceso educativo que visibilice y valide la importancia de su
(re)conocimiento. Mediante la educación popular, Paulo Freire entendió la
necesidad de empoderar a las personas en el sentido de crear sujetos de dere-
chos y nunca lo denominó como educación en derechos humanos (Magendzo,
2006: 11). Hoy, validando su gran aportación y precedente al respecto, la edu-
cación popular y la educación en derechos humanos se complementan como
apuesta de acción política en función de transformar aquellas realidades con-
cretas caracterizadas por la desigualdad y vulneración de una vida digna.
Si la propuesta para Puerto Rico requiere de cambios significativos en
estructuras sociales, políticas y económicas que no evidencian la existencia de
un Estado Social de Derecho que promueva incluso una cultura basada en
ellos; y se aspira a transformarlas mediante un proyecto que emerja de la pro-
pia base social, la educación popular se presenta como ese sustento teórico
para concretar la pretensión de apoderar a la sociedad puertorriqueña, en
materia de los derechos humanos. Se trata de utilizar la educación popular
para iniciar un proceso educativo que priorice el asunto de los derechos huma-
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nos en el ámbito social comunitario; que ese proceso genere conciencia, orga-
nice, movilice y tenga como resultado la acción de reclamar al Estado que
asuma su obligación respecto a la educación en derechos humanos.
La posibilidad de utilizar la educación popular en función de la educa-
ción en derechos humanos, deberá ser validada por quienes cuentan con el
potencial de impulsar procesos de aprendizaje en el ámbito social comunita-
rio y por quienes podrían protagonizar dichos procesos; entiéndase aquellos
grupos, organizaciones e instituciones sociales que de una manera u otra diri-
gen su quehacer a la promoción, exigibilidad y justiciabilidad de los derechos
humanos. Al momento de auscultar sobre la posibilidad de utilizar la educa-
ción popular, deberá tenerse presente el gran reto de esta práctica en el país:
«ese de lograr articular las luchas sociales» y disponer de la acción política
para lograr transformar una situación de injusticia.
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CAPÍTULO III
La posibilidad de utilizar la educación popular
como fundamento para la educación 
en derechos humanos
RESULTADOS DEL PROCESO DE CONSULTA
Actualmente la sociedad puertorriqueña cuenta con gran diversidad de
grupos, organizaciones e instituciones no gubernamentales, que de una mane-
ra u otra, dirigen su quehacer hacia la defensa, promoción y reivindicación de
derechos. A pesar de la gran diversificación de grupos que existen en Puerto
Rico, no se descarta la posibilidad de impulsar un proceso de aprendizaje
social-comunitario, que desde un esfuerzo conjunto y delimitación de objeti-
vos comunes, enfatice en el tema de los derechos humanos.
La ausencia de un plan nacional de educación en derechos humanos,
ha permitido presentar la educación popular como alternativa para protagoni-
zar un proceso educativo en el país; un proceso que dirija sus esfuerzos a pro-
mover el conocimiento sobre tales derechos, la conciencia sobre su importan-
cia y demandar la elaboración de un plan nacional en Puerto Rico. Es la inten-
ción de indagar sobre la posibilidad de aplicar este proceso educativo en el
país, lo que hace necesario una etapa de consulta a potenciales protagonistas.
Para efectos de esta fase de consulta, se propuso establecer contacto
con representantes o portavoces de diferentes grupos, organizaciones o insti-
tuciones exclusivamente no gubernamentales. Ante la falta de acción e interés
por parte del Estado para asumir obligaciones relacionadas con la promoción
o educación de los derechos humanos en el país, esta fase requirió de un acer-
camiento exclusivo a quienes integraran en su quehacer la promoción y pro-
tección de algún(os) derecho(s) humano(s) existente(s) o la reivindicación de
algún(os) derecho(s) humano(s) no reconocido(s) en Puerto Rico. El contac-
to tendría como propósito realizar una entrevista semiestructurada, que per-
mitiera recopilar los datos necesarios para el desarrollo de la investigación.
Durante el proceso de seleccionar la muestra para este trabajo, la lista
de potenciales contactos se vio reducida por razones de disponibilidad al
momento de coordinar las entrevistas. De 18 contactos realizados, 11 entre-
vistas fueron realizadas y completadas en función de los objetivos estableci-
dos. La muestra quedó constituida finalmente por un sector representativo de
la diversidad existente entre grupos, organizaciones e instituciones, que en su
quehacer contribuyen a visibilizar los derechos humanos en Puerto Rico, tales
como: la vida, la salud, el trabajo, la distribución de la riqueza, la vivienda, la
cultura, el desarrollo sustentable, la educación, la no discriminación, la igual-
dad, el desarrollo humano, la satisfacción de necesidades básicas, la equidad
de género, la movilidad humana, el acceso y disfrute de los bienes públicos,
la autodeterminación de los pueblos, el medio ambiente sano, entre otros.
A continuación se presentan los grupos, organizaciones e instituciones a las
que pertenecen los/as representantes o portavoces que colaboraron y constitu-
yeron la muestra para este trabajo:
• Amnistía Internacional, sección de Puerto Rico.
• Cátedra UNESCO de Educación para la Paz, Universidad de Puerto
Ri co.
• Centro de la Mujer Dominicana.
• Coalición Playa para Todos.
• Comisión de Derechos Humanos y Constitucionales, Colegio de Abo -
gados de Puerto Rico.
• Comité Dominicano de Derechos Humanos, sección de Puerto Rico.
• Consejo de Educación de Adultos de América Latina (CEAAL), capí-
tulo de Puerto Rico.
• Iglesia Evangélica Unida de Puerto Rico.
• Madres Contra la Guerra.
• Movimiento Grito de los Excluidos.
• Proyecto Caribeño de Justicia y Paz.
La entrevista diseñada para fines de la investigación, constó de una
guía de preguntas abiertas, dirigidas a explorar las áreas temáticas de derechos
humanos, educación en derechos humanos y educación popular. La importan-
cia de explorar lo referente a derechos humanos en Puerto Rico y la situación
referente a su educación, permitiría delimitar las condiciones para presentar a
los/as entrevistados/as la educación popular como alternativa a considerar, y
poder indagar sobre la posibilidad de que fuese utilizada como fundamento
para la educación en derechos humanos.
Enfatizando en el contexto de Puerto Rico, las entrevistas realizadas
permitieron obtener concepciones, experiencias, conocimientos y proyeccio-
nes; igualmente, permitieron identificar actitudes y posiciones de cada parti-
cipante respecto a los temas establecidos. Los datos recopilados que se pre-
sentan a continuación, han quedado estructurados de acuerdo con el diseño de
la entrevista y la organización de los temas establecidos para este trabajo.
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Derechos humanos en Puerto Rico
El concepto
El concepto de «derechos humanos» no resultó ser ajeno a las perso-
nas entrevistadas. Vinculados generalmente a la noción de dignidad e igual-
dad, el goce de tales derechos fue adjudicado a la condición humana; lo que
significa que, por el mero hecho de ser humano, determinados derechos le
deben ser respetados a todos/as, sin distinción alguna. Varios/as de los/as par-
ticipantes enfatizaron en los derechos humanos como elementos necesarios
para procurar el respeto hacia la diversidad y las diferencias, reconociendo
que ninguna persona puede ser privada de satisfacer plenamente sus deman-
das sociales y humanas. La idea de derechos humanos fue ligada a la cuestión
del acceso en igualdad de condiciones; acceso a derechos como educación,
salud, vivienda, y todo lo necesario para vivir en sociedad.
Situación
Ante la pregunta sobre cómo visualizaban la situación de los derechos
humanos en el país, cada participante afirmó la existencia de violación a los
derechos. Cuatro (4) personas coincidieron en que el desconocimiento sobre
los derechos humanos es lo que caracteriza la situación nacional. Entre ellos,
un (1) participante dejó establecido que no se habla de derechos humanos en
el país, salvo en espacios específicos como la academia.46 A esto se suma que
en Puerto Rico no se educa en materia de derechos humanos como parte del
sistema de educación y ni siquiera las Facultades de Derecho que ofrecen for-
mación a los/as potenciales abogados/as, imparten cursos relacionados al
tema.
Por otro lado, una (1) entrevistada advierte que ante el hecho de que la
gente en Puerto Rico no conoce sus derechos, estos se violentan constante-
mente.47 Mientras que para otra, el que hubiese gente sin tener constancia de
lo que son derechos humanos, es razón suficiente para sostener que se debe
trabajar mucho con la educación en el país.48 Otro aspecto en el que coinci-
dieron varios/as participantes es que en Puerto Rico se tiende a invisibilizar
las violaciones de derechos humanos, al no reconocerlas como tales. Entre
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Puer to Rico.
48. Irma Lugo (IL), presidenta de Junta de Amnistía Internacional, sección de Puerto Rico, entre-
vista realizada el 22 de enero de 2009, Puerto Rico.
estos/as se destaca quien describiera la violación de derechos en Puerto Rico
como algo sutil, ya que la gente no se percata de las violaciones y las vícti-
mas no lo asumen como tal;49 y quien sostuviera que el hecho de que no ten-
gamos en Puerto Rico la magnitud de violaciones que existen en otros países,
no quiere decir que en el país no se violen los derechos humanos; las viola-
ciones sí ocurren y se dan en cuestión de acceso y oportunidades.50
Una (1) participante consideró que la situación del país en materia de
derechos humanos resultaba interesante, ya que existe la impresión de que
todos los derechos están cumplidos, cuando en realidad hay mucha violación
por parte del Estado y mucha gente no cuenta con acceso a la salud y vivien-
da.51 Otro señalamiento importante sobre la situación de los derechos, es que
en Puerto Rico se tiende a discriminar por ser diferente (ya sea por clase
social, raza, falta de educación académica) y cómo esa discriminación provo-
ca que no exista igualdad ni equidad social.52
La denuncia sobre la existencia de discriminación en Puerto Rico es
también sostenida por otro participante, quien como inmigrante radicado en el
país, describe la situación de los derechos humanos como pésima. Para éste,
los derechos son violados a diario en Puerto Rico y se ve como algo normal;
añade que las violaciones más significativas provienen del Estado, quien en
un momento dado se atrevió a relacionar la criminalidad con la comunidad
dominicana que llegaba al país. Desde ese entonces, la política pública de
«mano dura» contra el crimen se convirtió en sinónimo de mano dura contra
la diferencia.53
De igual forma, hubo quien adjudicara al Estado una actitud de indife-
rencia ante la violación de los derechos humanos. La situación de la comuni-
dad inmigrante fue considerada en crisis, ante las continuas manifestaciones
de discrimen, xenofobia y prejuicios que caracterizan la realidad que vive la
comunidad dominicana en Puerto Rico. Entre estas, se destacó la situación de
la mujer dominicana indocumentada como alarmante, pues sufre de violación
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49. Hilda Guerrero (HG), Movimiento Grito de los Excluidos, entrevista realizada el 30 de enero
de 2009, Puerto Rico.
50. Roberto Mori (RM), coordinador del Consejo de Educación de Adultos de América Latina
(CEAAL), capítulo de Puerto Rico, entrevista realizada el 10 de febrero de 2009, Puerto Rico.
51. Carmen A. Nebot (CN), Iglesia Evangélica Unida de Puerto Rico y miembro del Concilio
Eje cutivo de la Iglesia Unida de Cristo en los Estados Unidos, entrevista realizada el 2 de fe -
bre ro de 2009, Puerto Rico.
52. Sonia Santiago (SS), Madres Contra la Guerra, entrevista realizada el 23 de enero de 2009,
Puer to Rico.
53. José Rodríguez (JR), Comité Dominicano de Derechos Humanos, sección de Puerto Rico,
en trevista realizada el 2 de febrero de 2009, Puerto Rico.
a sus derechos laborales, derecho a la salud y educación, ante la mirada indi-
ferente del Estado.54
Educación en derechos humanos
La necesidad de educar
Todas las personas entrevistadas afirman la necesidad de educar en
derechos humanos. Dos (2) personas coincidieron en que este tipo de educa-
ción debe ser impartida desde la escuela elemental o primaria; mientras que
varios/as entrevistados relacionaron la educación con el proceso de conocer y
desarrollar la conciencia. Una (1) de ellas hizo referencia al acto de conocer
y apropiarse de los derechos, como garantía para que sean respetados y se
conserve su vigencia.55 Otra sostuvo que para superar las desigualdades es
necesario reconocer el problema y educar sobre ello, para así asumir el ejer-
cicio de los derechos (SS). Por otro lado, hubo quien afirmara que si las per-
sonas no conocen y reconocen sus derechos, no hay forma de que los puedan
defender.56
En relación a la condición colonial que mantiene Puerto Rico con los
Estados Unidos, una (1) participante denuncia que la mentalidad del coloniza-
do ha obstaculizado la capacidad de entenderse con derechos individuales y
colectivos en Puerto Rico, por lo que una educación en derechos humanos resul-
taría necesaria para que la gente sea crítica ante la desigualdad e injusticias.57
El proceso educativo fue también considerado como elemento para
prevenir cualquier tipo de violación a los derechos humanos. Hubo quien sos-
tuviera que la única garantía que puede tener un ser humano de que sus dere-
chos se cumplan, es que esté consciente de ellos y que su conciencia le lleve
a defenderlos; la defensa le corresponderá a cada ser humano de acuerdo con
su conciencia (RM).
Un (1) entrevistado señaló que la educación resulta necesaria porque
el Estado se ha encargado de que la gente no conozca sus derechos. Como
defensor de la política pública en Puerto Rico que establece que los recursos
La educación popular, una alternativa para educar en derechos humanos 55
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57. Wanda Colón (WC), Proyecto Caribeño de Justicia y Paz, entrevista realizada el 2 de febre-
ro de 2009, Puerto Rico.
son de todos/as, que se deben conservar y desarrollar con el objetivo del bien
común, este participante advirtió sobre la necesidad de rescatar y crear con-
ciencia sobre los derechos existentes en el país. En la actualidad, el modelo
económico que domina en Puerto Rico, va en contra del medio ambiente y
todo por una riqueza efímera.58 Otra participante también reconoció la nece-
sidad y el potencial de la educación en derechos humanos para Puerto Rico,
ya que podría fomentar el respeto, la solidaridad y la empatía (IL).
La falta de educación como situación de injusticia
El hecho de que en Puerto Rico no se fomente la educación en dere-
chos humanos, fue entendido por nueve (9) de los/as entrevistados/as como
una situación de injusticia o desigualdad. Entre ellos/as, una (1) persona afir-
mó que la situación de Puerto Rico es una situación de atraso en comparación
con otros países que están a la vanguardia en materia de educación en dere-
chos humanos (RG). Otra enfatizó que no educar a la población es una forma
de que el pueblo no despierte a los derechos e ignorar lo referente a ellos (JR).
Varias de las personas entrevistadas consideraron la situación de injusti-
cia en Puerto Rico como consecuencia de su condición política. Una (1) partici-
pante sostuvo que la situación actual del país, en cuanto a no fomentar la educa-
ción en derechos humanos, es parte del proyecto político de la enajenación, parte
del proyecto de quien coloniza (WC). Hubo quien considerara que la situación
del país refleja el poder del control político al que está sometido y el hecho de
que no sea un Estado soberano (ES). Otra entrevistada adjudicó la falta de edu-
cación a la condición política del país y el que Puerto Rico no se haya unido a la
Organización de Naciones Unidas. Así, planteó la necesidad de que en el país se
re tomen los derechos humanos reconocidos a nivel internacional (SS).
El hecho de que no haya educación y que esto fuese perjudicial para
todos aquellos sectores marginados que no tienen situación de bienestar, es
razón suficiente para que un (1) entrevistado considere una injusticia que en
Puerto Rico no se fomente la educación en derechos humanos (RM). El hecho
de que el Estado prive del conocimiento y no cree las condiciones para edu-
car, fue considerado como una forma de promover la desigualdad. Advierte un
(1) participante que ante la falta de educación, la gente en Puerto Rico se man-
tiene con la noción de que su Constitución es una de avanzada, pero cuando
se le compara con la de otros países del mundo, convence que una Constitu -
ción del año 1952 ya no resulte tan de vanguardia, al no reflejar las necesida-
des actuales del país (OB).
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58. Nelson Pérez (NP), Coalición Playa para Todos, entrevista realizada el 4 de febrero de 2009,
Puerto Rico.
Obligación del Estado respecto a la educación en derechos humanos
La interrogante sobre si el Estado tiene la obligación de educar en
derechos humanos fue respondida afirmativamente por ocho (8) personas
entrevistadas. Una (1) de ellas afirma que Puerto Rico no cuenta con un pro-
yecto nacional de derechos humanos y que el Estado podría crear política
pública para explicar al menos en qué consisten las disposiciones constitucio-
nales, en materia de los derechos civiles y políticos (OB). Otra participante
sostuvo que es obligación del Estado proteger a sus ciudadanos, por lo que
debería comenzar por instruir a la policía sobre los derechos humanos; en la
medida que se educa en materia de tales derechos, se educa para la salud
pública (SS). Dos (2) entrevistadas afirmaron que se han realizado esfuerzos
en el país, clarificando que se depende aún de la voluntad política para un
mayor éxito (IL) y que tales esfuerzos no han surgido desde el Estado (WC).
Una (1) participante enfatizó que es responsabilidad del Estado pro-
porcionar la educación que vaya acorde con los principios más fundamenta-
les de los derechos humanos (RG). Dada la magnitud y dificultad de educar a
las masas, quien tiene el mecanismo y los recursos es el Estado. Sostuvo un
(1) participante que aunque en Puerto Rico han surgido varios movimientos
sociales, es obligación del Estado educar para que la gente conozca su Cons -
ti tución y las leyes que rigen en el país (NP).
Por otro lado, hubo quienes no estuvieron de acuerdo con que el edu-
car en derechos humanos fuese una obligación del Estado. Una (1) partici-
pante indicó que no es obligación del Estado educar, aunque sí su responsa-
bilidad (AY). En términos pedagógicos, un (1) entrevistado sostuvo que tal
educación fomentaría el pensamiento crítico y eso se prestaría para el des-
mantelamiento ideológico de la colonia, por lo que dicha obligación sería con-
traria a un Estado opresor de derechos, como es el caso de Puerto Rico (JM).
Finalmente, se planteó que el Estado en Puerto Rico ha tenido la res-
ponsabilidad de respetar los derechos civiles y políticos, mas no así los dere-
chos humanos. A nivel jurídico y constitucional, el Estado no cuenta con fun-
ciones de educador. A pesar de validar que el Estado sí puede financiar tal
educación, un (1) participante expresó su desconfianza hacia el Estado, prefi-
riendo que dicha educación estuviera a cargo de organizaciones y comunida-
des en Puerto Rico (RM).
El gobierno actual de Puerto Rico y la educación
A pesar de que la gran mayoría de los/as entrevistados avaló la educa-
ción en derechos humanos como una obligación del Estado, siete (7) personas
no consideraron posible que el gobierno que conforma el Estado actualmen-
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te, pudiese dar paso a un proyecto de educación en materia de derechos huma-
nos para todo Puerto Rico. Las respuestas dadas a esta interrogante, serán
expuestas sin hacer referencia específica a ninguna de las personas entrevis-
tadas.
Las razones para no considerar posible que el gobierno actual pudiera
dar paso a un proyecto educativo, fueron diversas. Entre los/as entrevista-
dos/as hubo quienes consideraron que el tema no es de interés para el partido
político que ocupa el poder; a menos que en los Estados Unidos se diera un
proceso dirigido a ese tipo de educación y se asignaran fondos federales a
Puerto Rico para esos fines. Se afirmó además que el tema no es prioridad
para el gobierno, porque no visualiza como crisis el asunto de los derechos
humanos ni le interesa promover el pensamiento crítico en el país.
Los planteamientos de que el gobierno actual es uno conservador,
ultraderecha, intolerante, republicano y fundamentalista, le alejan de toda
posibilidad para impulsar un proyecto nacional de derechos humanos, según
varios/as de los/as entrevistados/as. Al gobierno actual se le adjudica el inten-
to de desmantelar toda resistencia, la pretensión de desarticular fuerzas; la
cancelación de una propuesta para educar sobre perspectiva de género en el
sistema educativo del país; la pretensión de fusionar iglesia y Estado cuando
la Constitución establece que habrá completa separación entre ambos; el nom-
bramiento de directores de agencias gubernamentales con antecedentes de
violaciones a derechos humanos; y avalar la aplicación de la pena de muerte
en Puerto Rico por parte del gobierno federal estadounidense, cuando la
Constitución prohíbe la aplicación de esta pena en el país. Dos de las perso-
nas entrevistadas coincidieron en que sin un reclamo de la comunidad puer-
torriqueña, el Estado no asumiría un proyecto nacional de educación por ini-
ciativa propia. Lograrlo, requeriría de luchar socialmente e iniciar una fuerte
campaña de opinión pública para que eso suceda en Puerto Rico, sostuvo otro
de los participantes.
Por otro lado, quienes consideraron posible que el gobierno actual
impulse un proyecto educativo en materia de derechos humanos, destacaron
la necesidad de un cambio de paradigma y la voluntad de hacerlo, ya que se
cuenta con habilidad y capacidad. Hubo quien adjudicó dicha posibilidad al
nivel de conciencia que logre el gobierno sobre el tema y su disposición para
contribuir con cambios en la sociedad.
Educación y organización social-comunitaria
Considerando que el Estado no asuma por iniciativa propia la educa-
ción en derechos humanos, se planteó la pregunta sobre la posibilidad de ini-
ciar un proceso educativo en el ámbito social-comunitario que enfatizara en
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los derechos humanos. De las personas entrevistadas, ocho (8) respondieron
afirmativamente, mientras tres (3) sostuvieron que es un trabajo que se ha
estado realizando en el país.
Por ejemplo, una (1) participante dejó establecido que ese proceso se
ha hecho en Puerto Rico, aunque no de una manera articulada (AY). Otro
señaló que es un trabajo que se hace, pero con grandes dificultades, como lo
es: definir a quién le correspondería hacerlo, bajo qué criterios y hasta el costo
elevadísimo de este tipo de trabajo. Esta persona añade que hay falta de recur-
sos y muchos obstáculos en el camino; incluso hizo mención sobre cómo la
falta de conciencia evidencia la ausencia de los derechos humanos en las polí-
ticas públicas que se elaboran en el país (OB). Por otro lado, hubo quien sos-
tuvo que el Comité al cual pertenece, ya está realizando este tipo de educa-
ción en dos comunidades de la capital, donde se concentra gran parte de la
comunidad inmigrante dominicana (JR).
Una (1) entrevistada se adscribió al principio de la teología de la libe-
ración, en el que cada ser humano es hacedor de la historia. Sostuvo que
todos/as tenemos la responsabilidad moral de educar en las comunidades y no
dejar pasar ninguna violación que se presente; pero reconoció que en Puerto
Rico existe mucha dejadez y apatía (SS). Es justamente un proceso educativo
como el propuesto, lo que sueña realizar una entrevistada, como integrante de
Amnistía Internacional en Puerto Rico: crear un grupo de educadores en dere-
chos humanos e insertarlos en los salones de clase, donde considera se pue-
den multiplicar los efectos de la educación (IL).
Cuando el gobierno no cumple las responsabilidades y no satisface las
necesidades, son las organizaciones comunitarias quienes hacen la diferencia,
según enfatizara una (1) participante (RG). De igual forma se planteó la nece-
sidad de iniciar tal proceso educativo en Puerto Rico, destacando lo maravi-
lloso que resultaría lograrlo. Se enfatizó además, que la educación en dere-
chos humanos debe incluir el elemento de la piel, el respeto a la plenitud del
ser humano, el autoconocimiento, la autovaloración y el valorar la herencia
negra y africana en el país (HG).
Dos (2) entrevistados pertenecientes a una misma organización, enfa-
tizaron en las dificultades que podría confrontar dicho proceso educativo en
Puerto Rico. Aunque la gente está tomando una actitud más proactiva y pueda
existir algo de conciencia social (porque se están violentando mucho los dere-
chos humanos) se tiene un pueblo agobiado; en el país existe un 60% de
pobreza, lo que podría arrojar luz del por qué la gente no se involucra en pro-
cesos de luchas sociales (ES). Por otro lado, se destacó la individualidad y
mentalidad egoísta que caracterizan al Puerto Rico de hoy, y cómo al sumar-
les los agravios económicos que sufre la gente, se obstaculizan las luchas
(NP).
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Por último, hubo quien aseguró que la única manera de impulsar un
proceso educativo en Puerto Rico que enfatice en los derechos humanos, debe
ser desde el ámbito social-comunitario, porque no se podría esperar tal ini-
ciativa del Estado (WC). En el terreno de los derechos humanos, más que edu-
car se trata de dar la lucha y en Puerto Rico la dan generalmente quienes se
ven afectados directamente, ya sean mujeres, homosexuales, desplazados o
discriminados, sostuvo uno (1) de los participantes (RM).
Educación popular
De las entrevistas realizadas, diez (10) participantes afirmaron conocer
alguna particularidad sobre la educación popular. Para propósitos de la entre-
vista, se presentó a cada persona la definición operacional que ha sido utili-
zada para efectos de la investigación. La educación popular quedó definida
como «un proceso de aprendizaje colectivo del pueblo, que apunta al fortale-
cimiento de su organización, a fin de transformar la realidad en función de sus
intereses», un proceso que estimula el desarrollo de la conciencia crítica,
comprensión de la realidad y movilización política.
Se clarificó que el calificativo de «popular» no haría referencia parti-
cularmente a sectores empobrecidos o excluidos socialmente, sino a la pre-
tensión de generalizar la práctica educativa y los resultados de su aplicación
a la totalidad de la sociedad. La finalidad de la educación popular propuesta
es la de transformar estructuras injustas, donde el ejercicio político (o de
poder) se contrapone al bienestar social generalizado. Se enfatizó además que
la aplicación del fundamento de la educación popular, requerirá del reconoci-
miento de una realidad concreta que implique una situación de injusticia, y
por ende su transformación.
Para educar en derechos humanos
Ante la interrogante de si la educación popular propuesta contaba con
elementos para educar en derechos humanos, todos/as los/as entrevistados/as
respondieron afirmativamente, aun cuando pudieran reconocerle limitaciones.
Cualquier espacio para educar fue considerado con elementos para educar en
derechos humanos (AY). Se afirmó además que no se puede tener aislada la
práctica de educación popular de la educación en derechos humanos, pues en
la medida que se practica, se ejercen los derechos en la praxis (SS); y cuando
se pretende transformar una situación de injusticia, se trabaja directamente
con el elemento de dignidad (OB).
Hubo quien se limitara a decir que la educación popular tal y como fue
definida, lo tiene todo y que por tal razón estaba de acuerdo con ese modelo
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para educar en derechos humanos (RG). Una (1) participante describió tal
práctica educativa como una propuesta de inclusión (HG); mientras otra con-
sideraba que de acuerdo con la situación de injusticia en Puerto Rico, resulta-
ba imprescindible una educación popular en derechos humanos, para que la
gente aprendiera a exigir sus derechos (CN).
La igualdad social fue planteada como cuestión de derechos humanos
y el despertar la conciencia en materia de tales derechos, una forma de com-
batir la desigualdad (JR). Similar a ese planteamiento, una (1) participante
describió la educación popular como un espacio para desarrollar el análisis
crítico, un espacio para crear conciencia sobre los cambios y el compromiso
social por parte de todos (IL). No faltó quien describiera ambos procesos edu-
cativos como sinónimos y prácticas muy relacionadas entre sí. La educación
popular y el educar en derechos humanos fueron descritas como un acto de
educar para la libertad, para la responsabilidad individual/colectiva y para
transformar la injusticia (WC).
En cuanto a las limitaciones adjudicadas a esta práctica educativa, se
destacó como mayor problema la cuestión de los recursos económicos y de
gente disponible para trabajarla; ya que educar en masa requiere de mucho
tiempo y el proceso de educar en sí no es fácil (NP). Hubo quien coincidiera
con esa limitación, destacando la necesidad de recursos económicos para
impulsar la educación popular y enfatizando que dicho proceso educativo es
a largo plazo (ES). Por otro lado, un (1) participante validó que la educación
popular contara con elementos para educar en derechos humanos, esto a pesar
de los problemas que se puedan confrontar en la práctica, ya que siempre exis-
tirán deficiencias y exigencias que cumplir (RM).
Su aplicación en Puerto Rico
Una vez respondida la interrogante de si la educación popular pro-
puesta contaba con elementos para educar en derechos humanos, se indagó
sobre la posibilidad de aplicarla en Puerto Rico. Aunque las respuestas fueron
en su totalidad afirmativas, se destacaron varias consideraciones. En primer
lugar, se requiere de recursos económicos para poder aplicar la educación
popular en Puerto Rico; se adjudicó a la ausencia de tales recursos, que el
alcance de esta práctica haya resultado limitado en el país (AY).
Aun cuando respondiera afirmativamente a la interrogante, uno (1) de
los participantes indicó que sería un proceso difícil, debido a cómo el país está
estructurado política y culturalmente. Consideró que ante la situación colonial,
el mayor choque social que se habrá de tener en Puerto Rico es en el tema sobre
el derecho humano a la autodeterminación como pueblo (OB). Relacio nado a
ese planteamiento, otro participante consideró que la educación popular en
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Puer to Rico es necesaria, aunque en condiciones ideales. Sostuvo que primero
el país debería ser políticamente independiente, para así impulsar legislación
que permita aplicar este tipo de educación constitucionalmente (RM).
Una (1) de las personas entrevistadas validó la educación propuesta,
según su propia experiencia en el movimiento de Madres contra la Guerra, en
el que se vive y realizan prácticas relacionadas con la educación popular (SS).
La aplicación de este modelo en Puerto Rico fue descrita como ideal (RG), y
necesaria ante la existencia de mucho paternalismo en los grupos, donde líde-
res o profesores contrastan con la pasividad de la mayoría. (HG) Por otro lado,
hubo quien afirmara que es posible aplicar la educación popular, debido a la
situación de desigualdad que se vive en el país. En Puerto Rico existen orga-
nizaciones que utilizan esta práctica, pero desde pequeñas escalas (CN).
Otras dos (2) participantes coincidieron en que la educación popular es
utilizada en Puerto Rico por varios sectores. Una (1) de ellas afirmó que la
educación popular se ha venido aplicando en el país desde los años 70 y 80,
por lo que dicha práctica no ha resultado ajena; aun así, reconoció la necesi-
dad de analizar lo que se ha logrado con la educación popular en Puerto Rico
(WC).
A pesar de la existencia de esta práctica educativa en el país, se cues-
tionó si la misma se ha dado en proporciones necesarias como para lograr
cambios. Aun cuando considera que el movimiento social en el país está en
crecimiento, uno (1) de los participantes dudó que dicho movimiento pueda
lograr al momento un cambio general en Puerto Rico; por tal razón, conside-
ró que la educación popular propuesta para efectos de esta investigación, es
necesaria para el país (NP).
La metodología
Todas las personas entrevistadas estuvieron de acuerdo con que el pro-
ceso educativo y organizativo en el ámbito social comunitario utilizara como
base la educación popular y dirigiera sus esfuerzos a: la comprensión de la
realidad en Puerto Rico en materia de los derechos humanos; el desarrollo de
la conciencia crítica sobre las implicaciones del no reconocimiento y validez
de los derechos en el país; y la movilización social-política en reclamo de que
el Estado asuma sus obligaciones en materia de derechos.
Uno de los retos consiste en que la gente entienda o asuma el tema de
derechos humanos como central (AY). Aun así, el proceso fue descrito como
fascinante, planteando la necesidad de que el pueblo se mueva en esa direc-
ción, ya que ha pasado mucho tiempo y se ha quedado atrás (OB). Como un
sueño fue descrito este proceso educativo (IL), mientras otra entrevistada su -
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girió empezar por las organizaciones de base popular, las iglesias, organiza-
ciones deportivas y mantener campañas en los medios de comunicación (SS).
Para una (1) de las entrevistadas, este modelo debe ser llevado a un
proceso de discusión entre las distintas organizaciones e instituciones, de
modo que se pueda introducir en el sistema de educación (RG). Se sostuvo
además que en la aplicación hará falta mucha organización, educación y per-
sistencia; sugiriendo que sería maravilloso identificar y visitar otros proyec-
tos fuera de Puerto Rico que hayan implantado un enfoque de educación
popular a la educación de derechos humanos, con tal de aplicar en el país lo
que se ajuste a sus necesidades (HG). Otra de las personas entrevistadas, reco-
noció que existe la necesidad de iniciar un proceso como éste en Puerto Rico,
ya que hay grupos dispuestos para hacerlo; en adición, destacó la importancia
de unir esfuerzos y de aprender a colaborar los unos con los otros (CN).
Los/as entrevistados/as también fueron consultados/as sobre la aplica-
ción en Puerto Rico de una metodología específica de educación popular, para
promover la educación en derechos humanos. Ante la salvedad de que dicha
metodología no podría ser considerada como un proceso lineal, la misma fue
presentada de la siguiente manera:
a) Identificar realidad concreta de injusticia o desigualdad.
b) Reflexión crítica sobre esa realidad.
c) Diálogo de saberes.
d) Producción colectiva del conocimiento.
e) Participación.
f) Organización/movilización
g) Transformación de la realidad.
Ninguno/a de los/as participantes dudó sobre la posibilidad de aplicar
esta metodología en Puerto Rico, pero sí fueron presentados varios argumen-
tos a considerar, entre ellos que la gente en Puerto Rico debe empezar por
ponerse de acuerdo y mostrar disposición para conversar; ante la denuncia de
que ni siquiera el sector sindical está unificado, se enfatizó que el país cuen-
ta con una sociedad civil fragmentada (AY).
De igual forma, se reconoció lo posible de esta metodología, pero se
planteó la dificultad de que en Puerto Rico existe una percepción errónea de
lo que es ser defensor/a de los derechos humanos. Se denunció que existan
personas dedicadas a la defensa de causas y se autodenominen defensoras de
derechos humanos; porque defender tales derechos implica defender situacio-
nes que puedan resultar antipáticas y contrarias a los propios intereses. Por tal
razón, se resaltó la importancia de asumir un compromiso fuerte y reconocer
que durante procesos como éste se tendrían que abandonar trincheras (OB).
Hubo quien destacara que la metodología presentada suena bien en pa -
pel, pero puede suceder que las personas no se sientan obligadas con el pro-
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ceso. Ante esto, se planteó la importancia de adjudicar responsabilidades y
lograr que la gente se sienta convocada por el discurso. Por ejemplo, sería
importante que la gente comprendiera las ganancias de que se reconozcan los
derechos humanos en Puerto Rico (SS). De otra parte, la metodología fue con-
siderada posible, aun cuando se reconoce que la práctica de educación popu-
lar puede resultar difícil en Puerto Rico, al no contar con apoyo por parte del
Estado (HG).
El hecho de que en Puerto Rico existan organizaciones que están tra-
bajando con algunos de esos elementos metodológicos, pero no haya surgido
una forma de lograr articularlos, es una de las razones que hacen posible la
aplicación propuesta (CN). Por otro lado quedó sugerida la necesidad de crear
grupos en las comunidades, iglesias y organizaciones de base, al igual que
convocar a personas que puedan tener incidencia en la población e intenten
comprometer a la gente para que asuman el modelo (RG). Afirmó uno (1) de
los entrevistados que la metodología presentada es posible y necesaria para
Puerto Rico. Lo que más caracteriza a la educación popular es su metodolo-
gía y cuando a ésta se le da contenido político, se convierte en una manera
alterna de trabajar con la desigualdad (RM).
La posibilidad de articular esfuerzos
Al plantear inicialmente la propuesta de utilizar la educación popular
para educar en derechos humanos, se consideró necesario validar la misma
por quienes podrían impulsar procesos de aprendizaje como éste. Por tal
razón, el acercamiento a los grupos, organizaciones e instituciones que parti-
ciparon de las entrevistas. Pero de igual forma, resultó necesario indagar
sobre la posibilidad de articular el trabajo que éstos/as realizan a favor de apli-
car la metodología de educación popular, a un proceso educativo que preten-
de promover los derechos humanos en el ámbito social-comunitario.
La pretensión de articular fue considerada posible, pero poco probable
(AY). Un proceso como el que se propone, requerirá de educación entre las
propias organizaciones, educarse sobre la propuesta para luego ponerla a
correr. Esta educación que se recomienda, es porque uno (1) de los partici-
pantes entiende que hay personas entre las mismas organizaciones, que des-
conocen el lenguaje de los derechos humanos y que en ocasiones evidencian
mucha inconsistencia entre las actitudes y lo que pretenden (OB). Hubo quien
afirmara la posibilidad de articular, aludiendo a cómo el pueblo de Puerto
Rico se unió para reclamar la salida de la marina estadounidense de Vieques
entre los años 1999 y 2003. Aun cuando se entiende la articulación posible, se
destacan las dificultades de contar con pocas personas en los grupos y los
escasos recursos económicos (SS).
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Dos (2) de las personas entrevistadas describieron el proceso como
uno difícil y de mucho trabajo, pero no así imposible. Una (1) de ellas desta-
có como dificultades, el que en Puerto Rico exista mucho protagonismo y el
que la gente esté aislada (CN). En esta línea de identificar dificultades, se
mencionó como problema el dirigismo en Puerto Rico y cómo el hecho de que
algunos grupos que pretenden impulsar determinada ideología, terminan
generando desconfianza en los demás (JM).
De igual forma, una (1) participante destacó que a pesar de que en el
país se está trabajando con la pretensión de articular, no se logra aún madurar
como grupos. La cuestión del colonizado ha provocado fracciones entre los
propios movimientos sociales, generando individualismos y protagonismos.
Afirmó que su crítica constante va dirigida a las contradicciones dentro de los
propios movimientos, las cuales quizás se deban a la falta de madurez política
(lo cual ameritaría un análisis más profundo). Destaca que la gente en Puerto
Rico está loca por hacer, pero no hay dirección. A pesar de reconocer la edu-
cación en derechos humanos como una inconclusa y urgente, manifestó que
quizás no sea posible lograr tal articulación en este momento específico que
vive el país, aunque sí reconoció se podrían comenzar los intentos (WC).
Otra participante acentuó la existencia de intereses particulares que
chocan con intereses de otros grupos sociales. El hecho de que cada grupo se
de dique a defender lo propio, es una forma de obstaculizar cualquier movi-
miento. Basada en su experiencia, indicó que justamente el movimiento am -
biental en Puerto Rico ha pretendido identificar lo que les une. En cuanto a la
pretensión de articular el trabajo de diferentes sectores en el país, manifestó
que no es un trabajo imposible, pero tampoco fácil. Sostuvo que quizás tal y
como se ha planteado para los efectos de la investigación (desde un enfoque
de derechos humanos), resulte en un proceso atractivo y no conflictivo (ES).
Validando la posibilidad de articular esfuerzos, una (1) participante
afirmó que en el país se estén creando coaliciones en contra de la brutalidad
policíaca y a favor del respeto. Sugirió que se debe empezar por identificar
organizaciones comunes y proseguir con el esfuerzo (RG). Otra que destacó
la posibilidad de articular, resaltó la necesidad de mucho diálogo, interacción,
identificación de convergencias entre los grupos y el establecimiento de obje-
tivos claros (HG).
La magia está en la articulación, sostuvo uno (1) de los participantes;
porque parte del proceso es que la gente que trabaja en diferentes causas,
pueda articularse. Por tal razón, el enfoque de los derechos humanos fue con-
siderado como uno inclusivo, que aunque no se ha trabajado mucho en Puerto
Rico, puede servir para articular esfuerzos. Se advirtió que si la educación no
está articulada, no se llega a ningún lugar (RM). Finalmente, cabe destacar
que todas las personas entrevistadas expresaron su disposición para colaborar
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de un esfuerzo social conjunto que promueva en Puerto Rico la educación en
derechos humanos.
ANÁLISIS DE RESULTADOS
Los resultados de las entrevistas realizadas revelan que la situación
que vive el país, respecto al tema de los derechos humanos, es crítica; esto
debido a las violaciones constantes que acontecen, el desconocimiento sobre
tales derechos en el país, la pretensión de invisibilizar las violaciones y la
ausencia de educación en materia de derechos humanos.
Los datos recopilados complementan lo establecido en el capítulo II,
respecto a que la sociedad puertorriqueña no ha desarrollado una cultura que
conciba y asuma los derechos humanos como «exigencias que demandan
cumplimiento, reclaman reconocimiento, respeto y promoción por parte de
todos/as». Y evidencian además, el planteamiento de que en el caso de Puerto
Rico, se requiere fortalecer la conciencia sobre la realidad en materia de dere-
chos humanos y desarrollar protagonismo social en el diseño estructural de
una sociedad justa (véase cap. II).
Respecto a las posiciones asumidas por las personas entrevistadas y su
modo de percibir la situación de los derechos en el país, queda demostrado
que en Puerto Rico no se cuenta con condiciones adecuadas para un disfrute
pleno de los derechos humanos. Esta ausencia de condiciones, lejos de impo-
sibilitar que fueran utilizadas a favor de generar un movimiento social en
reclamo de ello, valida la posibilidad de una práctica alternativa que dirija sus
esfuerzos a transformar la situación de los derechos humanos en el país y la
aplicación de la educación popular en función de la educación en derechos
humanos.
La aplicación de la educación popular en Puerto Rico cuenta a su favor
con la existencia de una realidad concreta que implica injustica y requiere ser
trasformada. La definición de educación popular que se utiliza en este traba-
jo, sostiene que ésta puede resultar válida para cualquier sector de la sociedad,
en cualquier país del mundo que esté interesado por cambiar alguna situación
de injusticia y opresión (véase cap. I, p. 18-20). El que las personas entrevis-
tadas consideraran como una situación de injusticia el hecho de que en Puerto
Rico no existiera ni se fomentara la educación en derechos humanos –en com-
paración con otros países del mundo, donde sí se ha pretendido hacer del
Estado la institución social que promueva este tipo de educación– y creyeran
necesaria la educación en esta materia, permite pensar que la propuesta de
aplicar la educación popular en el país, sí cuenta con posibilidad.
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Pero aún cuando la educación popular podría ser utilizada en Puerto
Rico, los resultados del proceso de consulta sugieren que esta posibilidad ten-
dría más alcance teórico que práctico. El fundamento de la educación popular
–presentado como alternativa educativa para ser aplicada– no fue cuestiona-
do por los/as entrevistados/as, más bien reconocido como necesario para
Puerto Rico, en lo referente a promover la comprensión de la realidad en
materia de derechos humanos, el desarrollo de la conciencia crítica sobre las
implicaciones del no reconocimiento de tales derechos en el país y la movili-
zación social/política en reclamo de que el Estado asuma sus obligaciones en
materia de derechos. Pero ya en lo referente a su aplicación práctica-metodo-
lógica y a la pretensión de articular esfuerzos para promoverla, la educación
popular en Puerto Rico aparenta requerir de varias consideraciones antes de
proceder con cualquier intento de aplicación.
Consideraciones para hacer aplicable la educación popular
El Estado que debe regir en Puerto Rico
El propósito de proponer la educación popular como fundamento para
la educación en derechos humanos, cuenta con el fin último de lograr en Puer -
to Rico la movilización social/política en reclamo de que el Estado asuma sus
obligaciones en materia de derechos. Entre estas obligaciones se encuentra la
elaboración –en conjunto con la sociedad civil– de un plan de acción nacio-
nal, en el que se determine la educación como una medida necesaria para que
el propio Estado mejore la promoción y protección de los derechos humanos.
Debido a que en las entrevistas realizadas quedó confirmado el desin-
terés y la imposibilidad de que el gobierno actual en Puerto Rico pueda dar
paso a un proyecto nacional de educación en esta materia, la propuesta de
impulsar un proceso educativo en el ámbito social comunitario que enfatiza-
ra en los derechos humanos, fue considerada como alternativa por la mayoría
de los/as entrevistados/as. Dicho proceso, que utilizaría como base la educa-
ción popular, fue pensado en esta investigación como el resultado de un
esfuerzo social conjunto por parte de grupos, organizaciones e instituciones;
quienes tendrían a su cargo comenzar a generalizar el conocimiento sobre la
situación de los derechos humanos y promover el reclamo de un estado obli-
gado para con ellos.
Si bien es cierto que las personas entrevistadas expresaron su disposi-
ción para formar parte de este esfuerzo social conjunto, los resultados mues-
tran que aplicar la educación popular en función de educar en derechos huma-
nos, más que necesitar disposición, exige superar determinadas contradiccio-
nes y dificultades para garantizar su aplicabilidad efectiva.
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De acuerdo con los resultados del proceso de consulta, resultan intere-
santes las posiciones asumidas al momento de plantear la obligación del Esta -
do con la educación en derechos humanos. Los datos revelan que mientras
hay quienes reconocen en el Estado su obligación con la educación en mate-
ria de tales derechos, otros desconfían de su capacidad y de cuán genuino
podría resultar este proceso a su cargo. Aún cuando la mayoría reconoce esta
obligación, es importante prestar atención al planteamiento de la minoría, por-
que su posición puede ser reflejo de esa concepción liberal que contempla al
Estado como una institución que debe abstenerse de intervenir y de la que
cada persona debe procurar defenderse (por tal razón, la denominación de
derechos civiles y políticos como esos derechos que protegen a cada persona
del Estado).
Paradójicamente, la concepción del Estado en Puerto Rico se debate
entre la de potencial opresor y proveedor de bienestar social. Por un lado, hay
quienes demandan y esperan del Estado la satisfacción de una serie de nece-
sidades sociales y económicas, y por otro, hay quienes le consideran como el
principal vulnerador de derechos. Entre esta dualidad se legitima cada cuatro
años en los procesos electorales, la existencia de una estructura que en lugar
de generar confianza y bienestar, provoca una continua actitud defensiva y de
desconfianza en el ámbito social.
Aun cuando la situación de Puerto Rico se torna compleja debido a su
condición política colonial, superar la concepción dual que se maneja social-
mente sobre el Estado, resulta imperativo al momento de considerar y promo -
ver que esta institución asuma la obligación de educar en materia de derechos.
El dato de que la mayoría de los/as entrevistados/as haya afirmado la obliga-
ción del Estado con la educación en derechos humanos, sugiere que en el país
se aspira a establecer otras formas de relacionarse con dicha institución.
El reto radica en definir el tipo de Estado que debe regir en Puerto
Rico. Los resultados del proceso de consulta apuntan a una situación de des-
conocimiento generalizado, en materia de derechos humanos. Esta ausencia
de conocimiento ha favorecido la estructura social actual, desvinculando al
Estado de responsabilidades fundamentales. Porque en la medida que se
fomenta el desconocimiento sobre los derechos, el Estado se abstiene de cum-
plir con la responsabilidad de reconocerles formal y materialmente; en la
medida que la gente desconoce sus derechos, no existe obligación alguna para
con ellos.
Basado en esto, el país tiene ante sí dos opciones, la de organizarse en
función de un Estado responsable y garante de los derechos humanos, o la de
mantenerse siempre con actitud defensiva ante un Estado con carácter de
opresor que no sirve a los intereses sociales. Se trata entonces de lograr ini-
cialmente una concepción consensuada entre grupos, organizaciones e insti-
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tuciones sociales, sobre las funciones que debe asumir el Estado en Puerto
Rico –incluyendo como parte de sus responsabilidades la satisfacción de los
derechos humanos existentes y la construcción de una estructura social de
acuerdo con ellos–, para así poder promoverla en el ámbito social comunita-
rio, mediante el uso de la educación popular.
Para efectos de lograr delimitar una visión alternativa sobre el Estado
en Puerto Rico, la «visión institucional» de Thomas Pogge (véase cap. II),
provee para sustentar la posición de que el Estado es un obligado para con los
derechos humanos. Aunque Thomas Pogge adjudica colectivamente la res-
ponsabilidad de estructurar el sistema social, la interpretación institucional de
este autor establece que el gobierno tiene la responsabilidad de no violar los
derechos, y que por tanto recae sobre éste, la responsabilidad de trabajar por
un orden institucional y una cultura pública que garantice a todos los miem-
bros de la sociedad un acceso seguro al objeto de sus derechos humanos
(véase cap. II).
De acuerdo con lo establecido por Thomas Pogge, la concepción de
Estado que podría promoverse en Puerto Rico, es la de una institución que
entre sus responsabilidades y obligaciones para con un orden institucional
justo, asume la educación en derechos humanos como parte de sus principa-
les ejecuciones. Se advierte que lograr delimitar una visión de Estado entre los
grupos, organizaciones e instituciones sociales, aporta mayor posibilidad a la
aplicación práctica de la educación popular y sus objetivos para Puerto Rico.
Más allá de la posibilidad
Los resultados de las entrevistas revelan que la situación de los grupos
que utilizaban la educación popular para las décadas de los 70 y 80 en Puerto
Rico, es similar a la situación actual que confrontan los grupos, organizacio-
nes e instituciones que trabajan en materia de derechos humanos. Lo que
caracterizó el movimiento de educación popular para ese entonces, fue la
diversificación de grupos y organizaciones que laboraban por intereses espe-
cíficos; provocando así la fragmentación y desarticulación del movimiento en
Puerto Rico (véase cap. II).
Ante la interrogante de poder articular actualmente el trabajo que rea-
lizan los diversos grupos, organizaciones e instituciones –en favor de aplicar
la metodología de educación popular al proceso que pretende promover la
educación en derechos humanos–, las personas entrevistadas evidenciaron en
sus respuestas, que el país aparenta no haber superado el nivel de fragmenta-
ción que le caracterizó para los años 70 y 80. El énfasis que hicieran en críti-
cas y posibles dificultades al momento de promover la articulación, resulta de
gran valor para esta investigación.
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Conocer la dinámica de los grupos, organizaciones e instituciones en
Puerto Rico, permite identificar dónde ubicarles respecto a la pretensión de ir
más allá de la propuesta y aplicar prácticamente la educación popular en la
actualidad. Se trata de que la educación popular que se propone en esta inves-
tigación, no corra el riesgo de fracasar en su objetivo de trascender a la acción
política mediante organización y movilización social, tal y como sucedió para
la década del 80.
Aún cuando se reconoce que la falta de recursos económicos pueda ser
un factor importante al momento de aplicar la educación popular a favor de la
educación en derechos humanos, éste podría ser superado en la medida que se
logren trabajar factores al interior de los propios grupos, organizaciones e ins-
tituciones sociales en el país. El planteamiento –por parte de uno de los entre-
vistados– de que un proceso de articulación requerirá de educación al interior
y entre las propias organizaciones que podrían desconocer el lenguaje de los
derechos humanos (OB), resulta fundamental para lograr los objetivos educa-
tivos. Lograr unificar el discurso entre la gran diversidad de organizaciones
en Puerto Rico, es una forma de garantizar que el tema de los derechos huma-
nos sea quien protagonice el proceso educativo y no los intereses particulares
o específicos de cada una de ellas.
Tanto la posición asumida por dos personas entrevistadas –en cuanto a
que el enfoque de los derechos humanos es uno inclusivo que no se ha traba-
jado mucho en el país, y el que la propuesta presentada pueda resultar en un
proceso atractivo y no conflictivo al momento de pretender articular esfuer-
zos– como la disposición de todos/as los entrevistados/as para participar de un
esfuerzo social conjunto que promueva la educación en derechos humanos,
sugieren la validación de un planteamiento previamente establecido en este
trabajo: que el asunto de los derechos humanos pueda constituirse en ese ele-
mento común que permita procurar un encuentro solidario en el país (véase
cap. II).
Pero lograr dicho encuentro, requerirá de que la realidad de los dere-
chos humanos en Puerto Rico y lo imperativo de generalizar su conocimien-
to y respeto, sea debidamente asimilado y validado por todos los grupos, orga-
nizaciones e instituciones, antes de proceder con la aplicación de cualquier
proceso educativo. Asimilar y validar la situación de los derechos humanos en
el país, requerirá a su vez de asimilar y validar el fundamento de la educación
popular; con el que se propone comenzar a generalizar el conocimiento sobre
los derechos y promover la movilización política, en reclamo de que el Estado
asuma su obligación.
Esto implica que lo referente a: defender causas que sirven a intereses
propios, la imposibilidad de establecer acuerdos entre grupos, los protagonis-
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mos, el aislamiento, el dirigismo, la desconfianza que generan determinados
grupos sociales, la falta de madurez como grupos, las fracciones entre los pro-
pios movimientos y el individualismo, deben ser elementos a considerar para
ser superados; porque de otra manera, obstaculizarían el alcance que la acción
política pretende al articular.
Basado en los planteamientos de Carlos Montaño (véase cap. II), es
importante que los diferentes grupos, organizaciones e instituciones sociales
en Puerto Rico asimilen que el carácter fragmentado de la sociedad civil
actual, continúa reduciendo toda posibilidad de revolución social. Asumir la
importancia de una movilización general en tanto lucha social por derechos,
es una forma de contrarrestar la movilización particular de asociaciones que
se congregan según intereses particulares compartidos; es una forma de vali-
dar el planteamiento de un entrevistado, sobre la importancia de abandonar
trincheras y defender situaciones que pueden resultar contrarias a los propios
intereses (OB).
La pretensión de articular el trabajo que se realiza en materia de dere-
chos humanos y lograr que la propuesta de educación popular sea aplicada en
la práctica, cuenta con una ventaja particular. Esta es la advertencia que hicie-
ra Lourdes González para el año 1986 (véase cap. II). En ese entonces,
González le adjudicó a la educación popular el potencial para transformar
estructuras sociales desiguales, salvo que la acción política se manifestara al
unísono y de manera solidaria.
Según las entrevistas realizadas, los objetivos y la metodología de la
educación popular que se proponen para Puerto Rico, son apropiados y nece-
sarios. Esto de por sí es un paso significativo para el proceso educativo que se
pretende en función de los derechos humanos. Pero ante el hecho de que aún
se identifiquen niveles significativos de fragmentación y división en la socie-
dad puertorriqueña, la educación popular podría ver reducidas las posibilida-
des de ser aplicada en la práctica.
El reconocimiento de que la educación popular en Puerto Rico conta-
ría con mayor alcance teórico que a nivel práctico, es de por sí una limitación;
pero no es motivo para descartar lo establecido y sugerido durante la investi-
gación. Tal y como fue planteado anteriormente, la sociedad de hoy cuenta
con una gran ventaja, en comparación con la sociedad de los años 80. Hoy es
sabido que la educación popular sí cuenta con el potencial requerido para lo
que se pretende.
Hoy es sabido cuáles son las limitaciones que impedirían su aplicación
con éxito. Se trata entonces de enfocar la acción. Al hacer referencia a una
posible articulación de trabajos, una de las entrevistadas sostuvo que en
Puerto Rico la gente está loca por hacer, pero no hay dirección. Hoy, la direc-
ción es clara. Un sin número de dificultades esperan por ser reconocidas, tra-
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bajadas y superadas, en beneficio de un bien común como la educación en
derechos humanos.
Consideración final
Para fines de esta investigación, la posibilidad de que la educación
popular pueda ser aplicada en Puerto Rico, es motivo suficiente para profun-
dizar la discusión sobre uno de los objetivos establecidos de educar en dere-
chos humanos. Utilizando el fundamento de la educación popular en el país,
la educación en el ámbito social-comunitario, tendría como objetivo el con-
tribuir al reclamo de la elaboración de un Plan Nacional de Educación en
Derechos Humanos para Puerto Rico.
Aun cuando no se contemple en la inmediatez la aplicación práctica de
la educación popular propuesta, enfatizar en dicho objetivo permite delimitar
una línea de acción para que en su momento, los diferentes grupos, organiza-
ciones e instituciones puedan considerarle como alternativa. El solo plantear
la posibilidad de un Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos para
Puerto Rico, constituye un paso importante para sentar precedente en la dis-
cusión pública, y poner de manifiesto la situación del país, en comparación
con las experiencias de otros países del mundo.
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CAPÍTULO IV
La elaboración de un plan nacional de educación
en derechos humanos
IMPLICACIONES PARA PUERTO RICO
El educador chileno Abraham Magendzo, señala que la educación en
derechos humanos ha sido reconocida como elemento esencial para promover
justicia social y estabilidad, así como condición importante para hacer cam-
bios en las estructuras políticas, sociales y culturales.59 Un Plan Nacional de
Educación en Derechos Humanos, debe sentar las bases para tan importantes
cambios estructurales, pues tal como se ha planteado en el capítulo II y se
confirma en el capítulo III, Puerto Rico no cuenta con las condiciones nece-
sarias para el disfrute y ejercicio pleno de los derechos humanos.
En el caso particular de Puerto Rico, la mejor manera de lograr gene-
ralizar el conocimiento de tales derechos y promoverlos, es demandando al
Estado el cumplimiento de sus obligaciones para con la educación y su parti-
cipación en la elaboración/aplicación de un Plan Nacional de Educación en
Derechos Humanos. Como resultado de dicho plan, se podría lograr el alcan-
ce de implicar al Estado, individuos, comunidades, corporaciones y sector pri-
vado, como sujetos obligados con la creación de condiciones para respetar y
materializar los derechos humanos en el país.
Tal y como fue establecido en el capítulo II, Puerto Rico no se ha su -
ma do al esfuerzo internacional que insta a los Estados a preparar y ejecutar
planes nacionales en esta materia, lo que ubica al país en situación de des-
ventaja y retraso, en comparación con otros países de América Latina y el
Caribe, donde sí han surgido iniciativas para dar paso a procesos educativos.60
59. Citado en María E. Díaz Casiano, «La educación en derechos humanos y la acción no vio-
lenta como proceso educativo: paradigmas globales en la educación para la paz», en A. Yud -
kin Suliveres y A. Pascual Morán, edit., op. cit., p. 273-290.
60. Según la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos
y el «Summary of national initiatives undertaken within the World Programme for Human
Rigths Education (1995-2004)», países como Antigua/Barbuda, Argentina, Chile, Colombia,
Cos ta Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, México, Nicaragua, Pa -
na má, Perú, Trinidad & Tobago y Venezuela asumieron iniciativas nacionales como parte del
De cenio para la Educación en Derechos Humanos, en ‹http://www2.ohchr.org/english/issues/
education/training/initiatives.htm›.
Se pretende entonces, a modo de sugerencia, delimitar lo que implicaría para
el país insertarse en el proceso de dar paso a la elaboración de un Plan Nacio -
nal de Educación; con el propósito de que se constituya en una alternativa a
considerar, una vez que diversos sectores de la sociedad puertorriqueña se
encuentren preparados para asumir e impulsar el proceso.
La propuesta sobre la elaboración de un plan para Puerto Rico, utiliza
como referencia varios documentos de Naciones Unidas. Estos son: la «De -
cla ra ción y Programa de Acción de Viena» (1993), y las «Directrices para la
elaboración de planes nacionales de acción para la educación en la esfera de
los Derechos Humanos» (1997). De acuerdo con la Declaración y Progra ma
de Acción de Viena, se declaró indispensable que los Estados, en cooperación
con organizaciones no gubernamentales, se encargaran de crear condiciones
favorables en el plano nacional, para el disfrute pleno y efectivo de los dere-
chos humanos. Entre estas condiciones se incluía la eliminación de todas las
violaciones de derechos y sus causas por parte del Estado, así como los obs-
táculos que se opongan a la realización de ellos.61
Basada en esta declaración, se considera que la elaboración de un Plan
Nacional de Educación en Derechos Humanos para Puerto Rico, sienta pre-
cedente para comenzar a crear esas condiciones necesarias que se requieren
para hacer justiciables los derechos. Se necesitará entonces de principios
generales y medidas orientadas a su elaboración; elementos que facilita el
documento sobre directrices para la elaboración de los planes nacionales.62
Los principios generales que podrían regir el proceso de elaboración
en el país, fueron seleccionados de acuerdo con los resultados de esta investi-
gación y la posible aplicabilidad al caso de Puerto Rico (1997: 7-8). Tales prin -
cipios a considerar son:
• Promover el respeto y protección de todos los derechos humanos me -
diante actividades educativas.
• Promover la interdependencia e indivisibilidad de los derechos huma-
nos.
• Reconocer el papel de la enseñanza de los derechos humanos, como
es trategia para la prevención de violaciones.
• Fomentar el conocimiento sobre instrumentos y mecanismos para la
pro tección de los derechos.
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61. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, «Decla -
ra ción y Programa Acción de Viena», 1993, en ‹http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/De
rechos%20Humanos/INST%2033.pdf›.
62. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, «Direc -
tri ces para la elaboración de planes nacionales de acción para la educación en la esfera de los
derechos humanos», 20 de noviembre de 1997, en ‹http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/
GEN/N97/284/14/PDF/ N9728414.pdf?OpenElement›.
• Dotar a la comunidad de los medios para que determinen sus necesi-
dades en materia de derechos humanos y velen por su satisfacción.
• Elaborar métodos didácticos que incluyan conocimientos, análisis crí-
tico y el desarrollo de aptitudes para promover los derechos humanos.
Una vez delimitados y aceptados los principios que habrán de regir el
proceso de elaboración, se establecen las medidas que facilitarán la materia-
lización del mismo. En el caso de Puerto Rico, estas medidas podrían orde-
narse en cuatro fases, las cuales se han determinado de la siguiente manera:
Primera fase
De acuerdo con la colaboración que debe existir entre Estado y orga-
nizaciones no gubernamentales, para que la elaboración y ejecución del plan
sea el resultado de un órgano que combine a sus representantes, la primera
fase del proceso es la creación de un comité nacional. Según las directrices
que establece la ONU, la iniciativa de crear el Comité Nacional incumbe a
una dependencia u organismo gubernamental competente (1997: 10).
Considerando que el Estado en Puerto Rico no ha evidenciado ningún tipo de
esfuerzo por protagonizar o hacerse partícipe de un proyecto educativo en
materia de derechos humanos, lograr que asuma tal iniciativa, debe ser el
resultado de ese proceso educativo, organizativo y de movilización, que pre-
viamente se desarrollara en el ámbito social comunitario mediante el uso de
la educación popular.
Tal y como se mencionara anteriormente, el comité nacional debe que-
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FIGURA B
Fases para elaboración del plan nacional
Fase IV: elaboración del plan nacional
Fase III: determinación de prioridades
Fase I: creación de un comité nacional
Fase II: investigación sobre la situación
de los derechos humanos en Puerto Rico
dar constituido por representantes gubernamentales y todos aquellos compo-
nentes de la sociedad que aspiren trabajar en función de los principios gene-
rales que deben regir el plan nacional. Basada en una posible composición del
comité que ofrece el documento sobre directrices, dicho comité en Puerto
Rico debería integrar: representantes de autoridades gubernamentales, institu-
ciones nacionales que aboguen por los derechos humanos (comisiones, cole-
gios profesionales), grupos locales que trabajen en la esfera de los derechos
humanos, representantes principales de la sociedad civil, representantes de la
rama judicial, líderes comunitarios, organizaciones de jóvenes, grupos mino-
ritarios, educadores/as y profesores/as universitarios/as, representantes de los
medios de comunicación, entre otros. En síntesis, este comité deberá procurar
ser representativo de la pluralidad social.
El comité nacional que se logre constituir en Puerto Rico, contará
con unas funciones específicas que delimitarán su razón de ser en el proce-
so. Es el comité quien se encargará de elaborar el plan nacional; encomen-
dar la realización de un estudio sobre la situación de los derechos humanos
en el país; formular objetivos precisos, estrategias, programas y medios de
financiación para la aplicación del plan; la creación de condiciones que faci-
liten la ejecución del plan; la evaluación, el examen y seguimiento continuo
sobre los programas implementados y los objetivos nacionales trazados
(1997: 11). Es im por tante que la participación en dicho comité, se rija por
principios democráticos, para así garantizar que la toma de decisiones du -
ran te el ejercicio de las funciones, sean el resultado de un proceso delibera-
tivo y consensuado.
Segunda fase
De acuerdo con los resultados de esta investigación, Puerto Rico no
cuenta con un informe oficial que evidencie la situación general de los dere-
chos humanos en su territorio, pues no se ha realizado investigación formal
alguna que identifique dónde se encuentra el país respecto al ejercicio y res-
peto de los derechos existentes, ya sean civiles, políticos, económicos, socia-
les y culturales.
La segunda fase del proceso de elaboración, procuraría –según esta-
blecen las directrices– la realización de un estudio sistemático sobre la situa-
ción del país en materia de la educación en derechos humanos (1997: 12).
Pero en el caso de Puerto Rico, la inexistencia de un estudio sistemático que
aborde la situación general de tales derechos, obliga a que antes de proceder
con un estudio que enfatice en la situación de educación, se realice una inves-
tigación que permita visibilizar el grado de satisfacción y cumplimiento con
los derechos humanos.
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Se recomienda entonces que esta segunda fase se divida en dos mo -
mentos. Como primer momento, una investigación que enfatice en la situa-
ción general de los derechos humanos en Puerto Rico y un segundo momen-
to que enfatice en un estudio sistemático sobre la educación de tales derechos.
Ambos momentos resultan ser fundamentales para asumir con responsabili-
dad el proceso de elaboración.
En lo referente al estudio que enfatizará sobre la situación de educa-
ción en el país, el comité podría adoptar las sugerencias ofrecidas por las
directrices, en cuanto al contenido que debe procurar incluir la investigación.
Entre estas sugerencias se encuentran las de identificar programas existentes
de enseñanza sobre derechos humanos, dirigidos al público en general, escue-
las o grupos determinados; identificar planes de estudio existentes en todos
los niveles de enseñanza, que traten cuestiones relativas a los derechos huma-
nos y la democracia; identificar actividades que lleven a cabo organismos
gubernamentales y no gubernamentales en cuestión de educación; la existen-
cia de normas jurídicas relativas a la promoción de los derechos humanos y
su aplicación; identificar el nivel de apoyo orgánico y financiero para este tipo
de educación; identificar la existencia de planes destinados a favorecer gru-
pos específicos, como por ejemplo: niños/as, mujeres, minorías; identificar el
conocimiento que tiene la población en general sobre los derechos humanos;
identificar cómo los medios de comunicación tratan asuntos relacionados a
derechos; entre otros.
Para beneficio de este segundo momento que enfatiza en la situación
educativa de los derechos humanos, se puede utilizar como referencia una
investigación realizada por educadoras que pertenecen a la Cátedra UNESCO
de Educación para la Paz, de la Universidad de Puerto Rico.63 Esta investiga-
ción ha pretendido sistematizar la trayectoria del quehacer de la educación en
derechos humanos y una cultura de paz en Puerto Rico –en y desde la uni-
versidad, y por algunos sectores de la sociedad civil– durante los pasados
veinte años. Entre logros, tensiones y desafíos destacados para con esta prác-
tica educativa, la investigación ofrece un marco de referencia sobre el desen-
lace de la educación en derechos humanos; información relevante para iden-
tificar el por qué no se logra aún generalizar este tipo de educación en Puerto
Rico y confirmar la marcada ausencia del Estado en tales esfuerzos.
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63. Anita Yudkin Suliveres y Anaida Pascual Morán, «Pensando el quehacer de la educación en
derechos humanos y para una cultura de paz en Puerto Rico», en Abraham Magendzo, comp.,
Pensamiento e ideas-fuerza de la educación en derechos humanos en Iberoamérica, San tia -
go, UNESCO, 2009.
Tercera fase
Ya en la tercera fase del proceso, se determinan las prioridades que
habrán de dar forma al Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos.
Las prioridades deben ser establecidas a corto, mediano y largo plazo, según
los resultados obtenidos de las investigaciones realizadas en la segunda fase.
Una de las intenciones de lograr un plan nacional en Puerto Rico, es que la
educación en derechos humanos adquiera carácter generalizado; y un plan al
denominarse nacional, implica lograr el mayor alcance posible. En el caso de
un plan nacional de educación para Puerto Rico, este debe procurar facilitar
determinado aprendizaje a la totalidad de su sociedad.
Por tal razón, al momento de identificar quiénes son los/as necesita-
dos/as de enseñanza en materia de derechos humanos, deberá procurarse que
en Puerto Rico no se excluya ningún grupo social ni se exima de recibir este
tipo de educación a particulares. A continuación, se presenta un listado de
referencia sobre todos/as los/as posibles necesitados/as para recibir la educa-
ción, basado en el contenido de las directrices (1997: 14).
• Funcionarios de la administración de justicia.
• Personal que debe hacer cumplir la ley (policías, guardias penales, jue-
ces, juezas y fiscales).
• Miembros de la legislatura.
• Funcionarios/as encargados/as de redactar leyes y elaborar políticas so -
ciales.
• Miembros pertenecientes a fuerzas de seguridad pública o privada.
• Grupos profesionales (maestros/as, trabajadores/as sociales, abogados/
as, profesionales de la salud, periodistas).
• Diferentes grupos y organizaciones (por ejemplo: mujeres, sindicatos,
dirigentes comunitarios y religiosos).
• Sectores escolares (niños/as jóvenes) y universitarios.
• Comunidades.
• Grupos vulnerables.
• Público en general.
Cuarta fase
De acuerdo con las necesidades y prioridades identificadas en el con-
texto de Puerto Rico, el comité nacional puede dar inicio a la elaboración del
plan. Sugieren las medidas orientadas a la elaboración de éste, que en lo refe-
rente a contenido, el plan debe incluir los siguientes componentes (1997: 15).
• Afirmación de aquellos objetivos generales de la educación en materia
de derechos humanos para Puerto Rico.
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• Estrategias para llegar al público en general, a los sectores de enseñan -
za escolar, universitaria y grupos beneficiarios.
• Programas para aplicar estrategias.
• Medidas a corto, mediano y largo plazo para llevar el plan.
• Formulación realista de los resultados que habrán de alcanzarse y los
criterios para supervisarlos/evaluarlos.
• La mención de las funciones del comité nacional en la ejecución del plan.
Es importante que durante esta fase, el comité nacional formule una
estrategia financiera para el plan, que logre movilizar recursos municipales,
estatales y posiblemente de la comunidad internacional. Sugieren las directri-
ces que se considere como posibilidad, el establecer un fondo nacional como
garantía a la consecución de los objetivos establecidos. Finalmente, una vez
elaborado el plan nacional, el comité debe procurar identificar las organiza-
ciones, instituciones y medios necesarios que faciliten el cumplimiento del
mismo.
A MODO DE RECOMENDACIÓN
De acuerdo con el contexto y realidad social de Puerto Rico, se espe-
raría que la elaboración y aplicación práctica del plan nacional, generara efec-
tos similares a lo que se establece en el documento preliminar sobre un Plan
de Educación en Derechos Humanos para Colombia, cuando hace mención de
lo siguiente: «los derechos humanos deben emerger como reglas de uso en la
vida cotidiana, cuerpo legal, discurso y práctica social; se constituyen en prin-
cipios rectores para la configuración y funcionamiento de los diferentes gru-
pos sociales y como reguladores de las relaciones entre estos» (21).
Para efectos de esta investigación, los derechos humanos fueron iden-
tificados como imperativo ético para Puerto Rico, según su contexto y reali-
dad. Los derechos humanos han sido considerados como el proyecto social
necesario para definir los nuevos parámetros que habrán de establecer rela-
ciones y regulaciones entre los seres humanos y sus instituciones sociales.
Si bien es cierto que tal consideración constituye un proyecto social a
largo plazo, la existencia de un Plan Nacional de Educación en Derechos
Humanos, materializa la intención de promover a nivel general el reconoci-
miento de estos, con miras a crear condiciones necesarias para su ejercicio
pleno. Como resultado de ese reconocimiento, es que los derechos humanos
deben «emerger como reglas de uso en la vida cotidiana». Y que mejor forma
que procurar como resultado de la aplicación del plan en Puerto Rico, superar
la deficiencia constitucional en materia de derechos humanos reconocidos.
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Históricamente, una Constitución sienta las bases para el ordenamien-
to social y recoge en ella las aspiraciones de un pueblo y los principios que
habrán de regir para realizarlas. Aun cuando la ley no mide el grado de reco-
nocimiento de los derechos humanos, reconocerles formalmente en una
Constitución política, constituye un paso fundamental para fomentarlos como
reglas de uso.
En la medida que este Plan Nacional de Educación, cumpla con el
principio de dotar a la comunidad de los medios necesarios para que determi-
nen sus necesidades en materia de derechos humanos y velen por su satisfac-
ción; en la medida que cumpla con fomentar el conocimiento sobre la impor-
tancia de contar con instrumentos y mecanismos para la protección de los
derechos, la convocatoria a una Asamblea Constituyente debe ser una acción
a considerar como resultado del proceso educativo aplicado. ¿Por qué?
Según lo abordado en este texto, tal y como fue elaborada la Cons -
titución en el año 1952, no logró sentar las bases para una cultura de recono-
cimiento y respeto de los derechos humanos existentes. A más de 50 años de
su redacción y la insuficiencia de los derechos reconocidos en ella, urge ela-
borar una Constitución de acuerdo con el contexto actual y las demandas
sociales en Puerto Rico; una Constitución que delimite la sociedad que se as -
pira y se constituya en un proyecto de país claramente definido, donde los de -
rechos humanos sirvan de parámetros. Como resultado de un plan educativo
a nivel nacional, la comunidad en Puerto Rico contará con criterios suficien-
tes para asumir un proceso trascendental como éste.
Una vez lograda la elaboración de una nueva carta suprema, Puerto
Rico contará oficialmente con un instrumento que proteja formalmente los
derechos humanos. Y considerando que ese reconocimiento formal no garan-
tiza su materialización, el colectivo del país debe procurar apropiarse de lo
contenido en la nueva Constitución y hacerla valer.
Para eso, podrá ejercer como mecanismo de protección, un control
constitucional ¡desde abajo!64 Este mecanismo permitirá defender lo estable-
cido constitucionalmente y mantener el funcionamiento del Estado dentro de
los lineamientos señalados por la voluntad constituyente, e impedir que ese
po der sea colocado al servicio de intereses diferentes a los delimitados por la
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64. Tradicionalmente el control constitucional ha sido atribuido a un ejercicio exclusivo de los
tribunales, relacionado con el razonamiento jurídico o la ponderación que realiza la judi-
catura, respecto a los derechos reconocidos constitucionalmente. El control constitucional
desde abajo hace referencia a que la sociedad civil puede y debe asumir este control como
mecanismo para hacer valer y proteger sus derechos. Se trata de socializar un mecanismo
de protección y superar las exclusividades; no hay razón para que este ejercicio deba
excluir a quienes son los titulares y sujetos de los derechos reconocidos constitucional-
mente.
comunidad.65 De este modo, la sociedad en Puerto Rico colabora para la vi gen -
cia de los derechos y se garantiza para sí, ese acceso seguro a los objetos de
sus derechos humanos, al que hiciera referencia Tomas Pogge (véase cap. II).
En el caso de Puerto Rico, la posible elaboración y aplicación de un
plan educativo tendrá como consecuencia el surgir de diversos procesos
sociales insospechados, imposibles de definir con certeza al momento. Por tal
razón, solo queda optar por la propuesta y recomendación, como puntos de
partida para una asignatura pendiente en el país, que ni siquiera forma parte
de la agenda política. Al menos, ambas no son producto del vacío, sino de un
esfuerzo investigativo que ha pretendido ubicar en contexto la realidad del
país en materia de derechos humanos y la importancia de educar sobre ellos.
Luego de que un pueblo se exponga a la educación en materia de sus
derechos, tiene ante sí la constante tarea de generar procesos sociales y polí-
ticos que les permitan su realización y evolución. Lo que se ha pretendido
entonces es dejar establecido a modo de recomendación, que ante la posibili-
dad de elaborar un Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos y ante
la posibilidad de su aplicación en Puerto Rico, una de las acciones a priorizar
es lograr lo que ni siquiera se tiene actualmente en el país: el reconocimiento
formal de determinados derechos humanos a nivel constitucional. Lograr ese
reconocimiento formal puede ser entendido como condición necesaria para
asentar bases que viabilicen transformaciones sociales. Solo quedaría la tarea
ardua, creativa y dispuesta para materializar la justicia y equidad social; un
tema digno para la elaboración de otro texto sobre la realidad compleja de
Puerto Rico.
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De acuerdo con la teoría construida sobre la educación popular, se con-
firma que esta práctica continúa como opción metodológica con plena vigen-
cia, en la medida que persisten factores estructurales de injusticia en determi-
nada realidad social. Este trabajo investigativo ha permitido argumentar que
la situación actual de los derechos humanos en Puerto Rico –incluyendo la
inexistencia de educación que les promueva–, resulta en condición idónea
para el uso y aplicación de la educación popular como fundamento para la
educación en derechos humanos.
Los datos recopilados en el proceso de consulta, validaron la posibili-
dad de utilizar en Puerto Rico la educación popular, considerándole de prác-
tica necesaria para problematizar la realidad del país en materia de derechos,
desarrollar la conciencia crítica y promover la acción política en reclamo de
que el Estado asuma sus obligaciones para con la educación en derechos
humanos. Pero como resultado de ese proceso de consulta, la investigación
sugiere que si bien el uso de la educación popular propuesta fue adjudicado,
ésta cuenta al momento con mayor alcance teórico que práctico.
La educación popular propuesta en este trabajo debe trascender al
nivel de lucha política, si en efecto pretende contribuir al reclamo de la ela-
boración de un Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos. Lograr tal
nivel de lucha, requiere de una sociedad con alto nivel de articulación, enfo-
cada en procesos compartidos y de beneficio generalizado.
Ese no es el caso de la sociedad actual en Puerto Rico. El estudio rea-
lizado revela niveles significativos de fragmentación y división social; revela
la orientación de varios grupos, organizaciones e instituciones sociales hacia
la satisfacción de intereses particulares y específicos. En Puerto Rico, el éxito
práctico de la educación popular está condicionado a que la sociedad civil
asuma trabajar con las dificultades que alimentan su carácter fragmentado y
desarticulado.
Este trabajo permite concluir que cuando se trata de educación popu-
lar en Puerto Rico, no resulta suficiente el reconocer la existencia de una
situación injusta para considerar posible su uso y aplicación. Basada en el
pensamiento de Thomas Pogge, también se requiere reconocer los protago-
nistas y responsables de promover y participar de lo injusto. Es así como la
sociedad civil en Puerto Rico debe insertarse en un proceso de introspección
e identificar si esa fragmentación que le caracteriza, sirve más a la intención
de obstaculizar toda posibilidad de revolución social en el país, que a la de
procurar construir un país que nos incluya y beneficie a todos/as.
La educación popular propuesta no tiene otra intención que no sea pro-
mover la lucha social en favor de los derechos humanos y el reclamo para la
elaboración de un Plan Nacional de Educación, que enfatice en su promoción
y protección. Su aplicación en Puerto Rico debe ser considerada como una
oportunidad para unir voluntades y participar desde lo colectivo en la cons-
trucción de un ordenamiento social responsable y justo.
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que ra tifica su carácter de organismo académico internacional. En 1997, el
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de educa ción superior del Ecuador, y la Constitución de 1998 reconoció su
estatus jurídico, el que fue ratificado por la Ley de Educación Superior de
2000.
La Sede Ecuador realiza actividades, con alcance nacional e inter -
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Este libro explora la posibilidad de uti -
lizar en Puerto Rico la educación popular co -
mo fundamento para educar en derechos
hu manos, y cómo esta puede contribuir pa -
ra lograr la elaboración de un plan nacio-
nal de educación en materia de tales dere-
chos. Ante la inexistencia de este plan na -
cio nal en el país caribeño y la falta de inicia -
tiva política para su realización, la educa-
ción popular es considerada por la au to ra
como esa práctica educativa que permiti-
ría –entre otras cosas– convocar a la orga -
ni za ción, movilización y acción de sectores
so ciales y comunitarios para reclamar que
el Estado asuma su obligación con la edu-
cación en derechos humanos.
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